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Preámbulo
Del inquietante, por el momento, tema de las Cooperativas no Agropecuarias se gestó estos apuntes, que si bien no tienen una base doctrinal-teórica patria sólida que la sustente y compare con una fundamentación sobre diversas posiciones, postulados o principios de versados sobre la institución por carecer de ellas, si tiene mucho de “razonamientos deductivos” por las vicisitudes que el autor peregrinó por la responsabilidad que tuvo en la formación y constitución de aquellas Cooperativas no Agropecuarias surgidas por la animación de una legislación incipiente que, por un lado, aún no había comenzado a gatear y por el otro la premura estatal por materializarlas.

Cuando manifesté que estos apuntes se forjó sobre “razonamientos deductivos” me refería a la inmediatez de consideraciones jurídicas recurridas a priori por hechos o actos surgidos en el proceso de formación y constitución de un grupo de cooperativas derivativas del sector estatal que, si bien no fue del todo por parquedad legislativa de las disposiciones jurídicas vigentes sobre el tema, fue en muchas ocasiones por la inexperiencia de sus hacedores, sean los legos responsables administrativamente de su constitución o los versados en Derecho designados para el asesoramiento sin menospreciar la diversidad de instituciones en Derecho que circunda a las Cooperativas no agropecuarias como sujeto complejo de Derecho.

Estos apuntes no hurga hallar aciertos o desaciertos de nuestro Decreto Ley 305 “sobre las Cooperativas no Agropecuarias” y de sus disposiciones complementarias, sino más bien ofrecer una colaboración con opiniones técnico razonadas más concluidas, desde la perspectiva jurídica-administrativa-didáctica, a los operadores responsables de su constitución, formación, control y dirección, sean legos o profesionales del derecho; o sea, la esencia de mi trabajo, mi tema central, es delimitar jurídica-conceptual y con identidad práctica, algunas concepciones teóricas y normativas del Decreto Ley 304 y sus legislaciones complementarias más relevantes para la formación y constitución  de las Cooperativas no agropecuarias que pudieran ser omisas o confusas su interpretación para su aplicabilidad e entorpecieran el desarrollo e inserción de esta compleja institución en nuestra economía como una variante en el redimensionamiento del modelo económico cubano.

Como he venido exponiendo, estos apuntes son reflexiones, criterios u opiniones desde un enfoque sobre la acumulación de experiencias de aquellos especialistas en Derecho o de otras ramas del saber que a diario están en la confrontación sobre la formación y constitución de este nuevo modelo de gestión no estatal insertado en la economía cubana. No son concepciones acabadas ni mucho menos dogmáticas, son proposiciones a discutir, a remediar, a profundizar, o sea están ahí, prestas al debate constructivo en aras de ganar todos, los conocimientos que nos facilite promover definiciones, tanto de política, como legales, administrativas, económicas y sociales, con una mayor solidez que le otorgue a esta institución la seguridad y estabilidad requerida.

El autor

Introducción
El movimiento cooperativo nació en el marco de la Revolución Industrial, durante el siglo XIX, como sociedades de ayuda mutua para la defensa de intereses colectivos y tenían como objetivos conseguir bienes de consumo para sus socios en las mejores condiciones posibles de precio y calidad (cooperativas de consumo) o producir y canalizar esta producción (cooperativas de trabajo) hacia el mercado, evitando intermediarios, para maximizar las rentas de los cooperativistas. 

En el contexto cubano, según Avelino Fernández Peiso en su libro “La Cooperativa, Base para su Legislación en Cuba”, existieron de hecho y de derecho, trazas del cooperativismo, informándonos sobre sus efímeros gérmenes y pocos arraigos en la sociedad antes y después de la Revolución cubana, por lo que se puede considerar que, a soslayo, hubo apariciones de estas formas de cooperación que más que cooperativismo en su sentido técnico-jurídico eran formas asociativas de cooperación pero sin puntal distintivo para una influencia perecedera. 
No fue hasta la década revolucionaria en que surgen definidas de hecho y de derecho estas formas de propiedad con sus peculiaridades interesadas hacia un entorno político que facilitara la inserción hacia forma socialistas de producción, fundándose las primeras cooperativas en diversos sectores de la producción y de servicios pero sin consolidarse por carecer en el país de un determinismo histórico-económico-social favorable
 (años 60), solamente se instituyeron, con marcado interés por parte del Estado, las del sector agrario por ser éste sector el más vulnerable y cuya atención política necesitaba la Revolución cubana apoyar, independientemente de la importancia que en aquel entonces (hoy también) revestía la agricultura para el sostenimiento de nuestro país por ser su base eminentemente agrícola y el marcado interés político de socializar este medio de producción hacia forma superiores, surgiendo entonces las CPA
; otras formas, que revistió el cooperativismo en esta sector fueron, fueron la creación de las CCS y UBPC que surgieron con un esquema amanerado de un particularismo que ha traído trastorno en su desarrollo cuyas consideraciones no son objetivo de este trabajo. 

¿Existen en realidad hoy las bases objetivas en el contexto cubano para el cooperativismo en otras ramas de la economía?
Para respondernos debemos primeramente hacer referencia de la existencia de signos objetivos o elementos esenciales que nos argumente, desde la óptica técnica-jurídica, la fundamentación fáctica-objetiva que tiene que tener todo ente para ser tutelado en Derecho a los efectos de que rija en una sociedad sin que constituya, en el orden político-económico-social, un obstáculo o destinado a perecer prematuramente. 
Para eso debemos analizar el fenómeno jurídico en una de sus tres dimensiones como nos propone el profesor Julio Fernández Bulté cuando se apoya en la conceptualización que hace la tratadista Ángela Aparisi
 en su disertación sobre el fenómeno jurídico cuando concluye la existencia de las tres dimensiones del Derecho: normativa, valorativa y social; y para el caso concreto en este análisis nos referiremos a su dimensión social cuando califica la tratadista que cito… [el Derecho es un producto de la sociedad, de una determinada cultura, derivativo de circunstancias sociales, económicas, demográficas, políticas, etnográficas, etc.]..., por lo que debemos analizar si la nueva disposición jurídica sobre las Cooperativas no Agropecuarias (Decreto Ley 304 y sus complementarias) alcanza a plenitud esa dimensión que arraigue, en nuestra sociedad, su aceptación o hegemonía, porque el Derecho tiene como requisito intrínseco, además, una función social como bien lo define nuestro tratadista cubano.
¿Se pondrá de manifiesto en Cuba esa “dimensión social” con la que califica la referida tratadista española al fenómeno jurídico? Nunca he sido absoluto en criterios pero la práctica me ha demostrado varias aristas que no me permiten serlo aunque quiera.

Sí. Existe objetividad para que se dé el fenómeno. En el orden económico-social, según investigaciones gubernamentales, la necesidad imperiosa de hacer cambios sustanciales, sin renunciar a los principios que sustenta la Revolución cubana es vital; nuestro modelo económico da al traste no solo al desarrollo de las fuerzas productivas sino a la dimensión política del Estado por el sacrificio económico a que se sometió en pro del bienestar social desde el año 1959, hecho éste que lo sigue postulando con sus razones; otra arista no menos importante son las nuevas condiciones históricas internacionales que dominan y se imponen sobre las estructuras de rancia petulancia que rigen la economía mundial y Cuba no es la excepción; entonces era indispensable una estructura económica más flexible y capaz de interesar, con una visión integracionista democrática, una mayor participación popular en la economía que coadyuve a un redimensionamiento racional y productivo que estimule las iniciativas sociales de servicios y producciones que el viciado intervencionismo estatal frena, sin perder el carácter socialista del Estado cubano y sus conquistas sociales.
El país, ante esas disyuntivas transcendentales y discriminantes que existe contra la naturaleza de los designios de un desarrollo ascendente para lograr una sostenida economía que satisfagan disímiles intereses sociales, estatales y privados, que más que simples hechos circunstanciales sobrevenidos interna o externamente son dialécticas condiciones  esenciales, y ya con antecedentes en el sector agrario sobre estas formas asociativas, determinó crear, con carácter experimental, las cooperativas en aquellos sectores de servicios y productivos no agrarios que, sin ser estratégicos, van a satisfacer demandas sociales con una capacidad transformadora no solo de esos servicios y producciones que hasta hoy se responsabilizaba el Estado en su insostenibilidad sino que además será una fuente generadora de empleo, siendo indispensable su tutela jurídica
. 
Veamos algunas consideraciones teóricas sobre las disposiciones jurídicas que regulan y fundamentan estos entes o sujetos nacidos al calor de las transformaciones económicas en nuestro país.
¿Qué es una cooperativa?
Según la Alianza Cooperativa Internacional una cooperativa es una asociación autónoma de personas que se han unido de forma voluntaria para satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales en común mediante una empresa conjunta de gestión democrática.

Una cooperativa, en sentido lato, es una asociación autónoma de personas naturales que se han unido voluntariamente para formar una organización democrática cuya administración y gestión debe llevarse a cabo de la forma que acuerden los socios.  Su intención es hacer frente a sus necesidades y aspiraciones económicas, sociales y culturales comunes haciendo uso de una empresa.

Con una mejor técnica integracionista podemos definir: “… una Cooperativa es una persona jurídica creada y organizada con fines económicos generalmente no lucrativos y sociales, constituida voluntariamente sobre la base de los aportes de bienes y derechos de personas naturales obligadas a sustentarse de su trabajo y cuyo objetivo fundamental es el desarrollo de gestiones en interés social mediante la gestión colectiva para la satisfacción de las necesidades económicas y culturales de sus socios y socias y de la comunidad donde se desarrolla sus actividades económicas…”
A todas luces existen, entre todas las conceptualizaciones dichas y por decir, elementos análogos que la denominan y la tipifican como un tipo de sociedad:
· Voluntariedad; 
· conjunto de personas naturales; 
· gestión colectiva; 
· satisfacer intereses comunes; 
· sustentados por el trabajo de los socios y socias; 
· persona jurídica.
¿Es buena la opción de constituirse en una cooperativa?
Alguien me preguntó si era buena la opción de constituirse en una Cooperativa, y sin preámbulos le ofrecí mi criterio: “magnífica,  desde el punto de vista social inspira más respeto y confianza a los clientes por múltiples razones”.
Según mi análisis:

Desde el punto de vista social y económico
· Es una persona jurídica que tiene un patrimonio propio, elemento que inspira confianza para solventar los créditos de los acreedores.  Dichos acreedores pueden legalmente solicitar, al contratar, el estado de solvencia de la cooperativa, la cual debe estar certificada por el Banco, debido que a la cooperativa, para operar le  exigen una cuenta bancaria, a los cuentapropistas no se le exige.
· Los bienes del patrimonio de la cooperativa pueden ser embargados legalmente por los acreedores en pleito. Lo anterior no es factible en caso de los bienes de los cuentapropistas (bienes personales) o los bienes estatales
· Sus registros contables son públicos, elemento este importante no solamente  frente a sus acreedores, sino a los futuros proveedores o clientes.

· Tiene un domicilio social reconocido en el registro mercantil y en la oficina nacional estadísticas (ONE), esto es otro elemento importante para los clientes en caso que necesiten demandar por incumplimientos de contratos; a un cuentapropista le es más fácil evadirse.

· Es una entidad apoyada 100% por el Estado cubano por su propio interés.

Desde el punto de vista material  

· Puede comprar recursos a precios mayoristas o ventajosos.
· El impuesto es sobre las utilidades después de deducidos su gastos como se establece en la ley tributaria.

· Pueden pedir créditos bancarios sin dificultad, siempre y cuando responda a las exigencias del banco.
· El Estado destina un presupuesto para estimular el desarrollo la actividad.
· Estimula más a los trabajadores (socios) en el desempeño de sus funciones, mientras  más aporten trabajo, más utilidades.

La Naturaleza jurídica de la Cooperativa.

Para conocer ¿qué es una Cooperativa? a los efectos de determinar y caracterizar sus actos y hechos que se susciten en su entorno (internamente o externamente) debemos, ante todo, determinar su naturaleza jurídica, punto de origen y partida para entender e interpretar esta forma no estatal de producción y de servicios que se impone en nuestra realidad cubana en todos los órdenes socio-político-económico como nuevo modelo económico. 
Determinar su naturaleza jurídica es caracterizar a la Cooperativa como un sujeto dentro y parte del Derecho; de un sujeto de derecho que se va a manifestar en el mundo interno y externo a través de relaciones jurídicas, por lo que dilucidar, a ciencia cierta, sus entrañas es poder comprender, evaluar y asesorar correctamente, no solo a los responsables en el proceso de su formación y constitución sino a los propios socios, ya que sobre ella interactuarán instituciones con hechos y actos de variada naturaleza (administrativa, jurídicas, sociales).

Una inexacta conceptualización puede desnaturalizarla, conllevando a que esos mismos actos y hechos surjan, unos nulos con el perjuicio de un daño, y otros revesados con o sin intenciones que la pueden distorsionar y malograr sus objetivos y fines. 
En el DECRETO LEY-305 está implícito que este tipo de organización económica exige, para su constitución, un acuerdo, como mínimo, de tres
 voluntades o más de personas naturales, llamados socios, que se ponen de común acuerdo y crean un fondo patrimonial común y se organizan para realizar o compulsar una actividad o fin de carácter generalmente económico con el ánimo de satisfacer sus necesidades personales y sociales.  
En otras palabras, es un contrato asociativo o de sociedad, (de tipo societario)
, cuyos sujetos, dentro de la relación contractual, no tiene intereses contrapuestos o divergentes como tienen, por ejemplo los sujetos del contrato de compraventa o el de donación, etc.
Aquellos que quieren lograr fines y objetivos comunes uniendo sus esfuerzos para ejecución de una gestión en conjunto que los beneficie a todos están, sin quererlo, estableciendo una colaboración solidaria; y si esa unión colaboración solidaria es materializada con serios propósitos y tutelada por el ordenamiento jurídico están concertando un contrato de sociedad; y si ese contrato asociativo genera en un ente independiente y distinto a sus asociados, entonces crearíamos o constituiríamos una persona jurídica, así de sencillo. 

Pero este contrato asociativo tiene características especiales que lo distingue de la generalidad de los tipos asociativos, por lo que debemos de ir pensando en un “Derecho de Cooperativa” que discipline su estudio y nos concilie una teoría patria para permitirnos, no solo su conocimiento desde una perspectiva cubana o de Derecho comparado, sino sobre la dinámica de su evolución de acuerdo al proceso y desarrollo político-social-económico de nuestro país sobre la actualización del modelo económico.
Otro elemento distintivo a tener en cuenta para caracterizar los actos y hechos cooperativistas, además de su carácter constitutivo contractual, es la cualidad “personalista”, que si bien no se manifiesta en términos absolutos en este tipo de sociedad (Cooperativa) y sujeto del DECRETO LEY-305, si se dan algunas particularidades que defienden ese carácter y que  hay que tenerlo en cuenta.  
Carácter personalista, en la doctrina, significa esencialmente el vínculo o relación personal y de confianza que surge y se forja entre personas unidas en una relación jurídica contractual para la ejecución de una actividad común. Esta característica o condición personal del socio, como rasgos distintivo, se materializa objetivamente en el aporte personal de trabajo y la responsabilidad ilimitada de responder personal y subsidiariamente con todos sus bienes (patrimonio privado)
 ante cualquier evento; o sea, prima el aspecto personal sobre otra cualidad o requisito; en cambio, otras como la sociedades anónima prima el aspecto patrimonial por encimas de otras cualidades.
Ahora bien, el contrato, independientemente de crear responsabilidades entre los socios sin contraposición de intereses, es el instrumento que da origen o es la fuente directa para el surgimiento y la constitución de un sujeto de derecho; nace una entidad con personalidad jurídica, provocando o implicando, en el tráfico jurídico ante el mundo exterior, responsabilidades independiente a sus socios al tener nombre propio, domicilio legal (social), patrimonio, entre otras características de la personas jurídicas colectivas.
El tratadista español Rodrigo Urías considera, al hacer referencia al empresario social, que “para el mundo interno (entre socios) prevalece el contrato de asociación, para el mundo externo prevalece la persona jurídica”
.
Resumiendo, su naturaleza jurídica es contractual, surge de la voluntad de varias personas sometida a una relación jurídica contractual o negocial, cuyos intereses convergen en armonía con cualidades personalistas dando origen a una persona jurídica, sujeto de derecho distinto a los socios, por lo que una cooperativa es una organización que va más allá de la mera empresa en el sentido estricto del término, pues en ella confluyen una asociación y una empresa a la vez.

Haciendo una incisión a la figura para ver sus dos ángulos jurídicos resumimos:

“…Una Cooperativa surge al integrarse dos tipos de organización con objetivos muy diferentes: una Empresa que trata de maximizar el beneficio cuantitativo; esto es, una lógica estratégica caracterizada por la gestión económica y las relaciones contractuales formales, y una Asociación que trata de alcanzar unos objetivos cualitativos limitados por factores económicos, esto es, una lógica comunitaria centrada en valores, confianza y ayuda mutua...”
De los principios que se sustenta el cooperativismo.

En mi práctica diaria percibo que existen personas que ven y sienten la Cooperativa como algo personal lejos del sentido colectivo y solidario y de aquellos valores de ayuda mutua, responsabilidad, democracia, igualdad, equidad y solidaridad que por especie de su género le están determinados. Estos conceptos debemos de hacerlos valer para la comprensión de todos. Delimitaremos dichos conceptos.

· Ayuda mutua: cuando dos o más personas se socorren y cooperan entre sí para lograr las metas individuales o colectivas propuestas.

· Responsabilidad: es la obligación de responder por los propios actos. Es también garantizar el cumplimiento de los compromisos adquiridos.

· Democracia: Implica que todos y todas tienen la oportunidad de participar, elegir y ser elegido. No importan las condiciones materiales (capital aportado) en la toma de decisión, sino la calidad de asociado/a para ejercer sus derechos y obligaciones.

· Igualdad: Consiste en ofrecer el mismo trato y condiciones de desarrollo a cada asociado sin discriminación de sexo, etnia, clase social, credo y capacidad intelectual o física.

· Equidad: Se refiere a la noción de justicia de dar a cada cual lo que se merece o ha ganado según sea su grado de participación o aporte y reconociendo sus condiciones y características especiales. 

· Solidaridad: Implica el reconocimiento, la acogida y el respeto por el otro como parte intrínseca del mundo de cada individuo. Consecuentemente convoca a que haya una responsabilidad por cada uno y por el otro. De esta forma la solidaridad va mucho más allá del mero cumplimiento de los deberes hacia el otro, la comunidad y la sociedad, puesto que hace referencia a la postura activa de aquel que acoge al otro porque es diferente, y por lo tanto complementario a sí mismo.

· Honradez: Es la honradez, la dignidad y la decencia en la conducta de los asociados. La persona honesta es incapaz de robar, estafar o defraudar.

· Transparencia: cuando la información es administrada entre asociados y dirigentes de manera clara, veraz y oportuna. En la base de la transparencia está la confianza, la comunicación y la franqueza. Se oponen a ella el encubrimiento y el engaño.

· Responsabilidad social: se vincula al compromiso con el desarrollo de la comunidad. Por ello las cooperativas son agentes activos en la generación de empleo y en la justa distribución de la riqueza.

· Preocupación por los demás: Hasta no lograr el bienestar material y espiritual de las personas que le rodean, el cooperativista auténtico estará en una condición de inquietud o desasosiego, buscando soluciones a los problemas sociales. 

La Habana, 14 de Julio del 2013.
Los socios
¿Cuál es el estatus jurídico de los socios cooperativistas?
Cuando nos instruíamos sobre el Decreto Ley 305 y sus legislaciones complementarias alguien preguntó cómo enjuiciaríamos el estatus de los socios; acostumbrados al socio de las “sociedades anónimas” enseguida expresamos: son los “dueños”; pero en aquel entonces estábamos lejos de saber el verdadero estatus jurídico del socio cooperativista.
Expresar subjetivamente que son los “dueños” es tener un concepto muy pero muy estrecho de la verdadera esencia de lo que representan los socios dentro de la cooperativa; llanamente dueño nos hace alusión a conceptualizarnos con apelativos de “superior”, “amos”,  “patrón” entre otras, y a mí criterios más que dueños son sirvientes de una colectividad que se unen solidariamente para satisfacerse necesidades con sus propios esfuerzos. 
Mi criterio: considero que no son “dueños”, en el sentido peyorativo de la expresión, por dos razones fundamentales, entre otras:
1. Son  unos trabajadores más
 al tener que aportar trabajo a la colectividad.
2. No utilizan fuerza de trabajo asalariada como cimiento impulsor de la actividad o gestión económica, y si lo requieren, con las excepciones y los límites (cantidad y tiempo) impuestos en la ley.

El socio cooperativista es una persona encargada de ejecutar y dirigir colectivamente la actividad fundamental del objeto social de la cooperativa; en otras palabras: es la persona que directamente es responsable, con su esfuerzo físico, no solo producir los bienes y servicios autorizados en su objeto social a los efectos de satisfacer sus necesidades sino la de dirigir, colectivamente, los designios de su empresa.
Atendiendo al criterio expresado anteriormente podemos ampliarlo para una mejor concepción.
¿Están los socios obligados a participar con su trabajo?
En el artículo 4 incisos b) y c) del DECRETO LEY-305 expresa, como principio sostenedor
, la obligatoriedad del socio a aportar trabajo, referenciándolo nuevamente en el artículo 23 (DECRETO LEY-305) cito: “Los socios de la cooperativa, con independencia de cualquier otro aporte que hagan, están en la obligación de participar con su trabajo”. Este principio conjuga con una de las cualidades que definimos en el apartado anterior de estos apuntes: la cualidad personalista que tiende a caracterizar a estos tipos de entes colectivos. 
Este es otro elemento a tener en cuenta en nuestra conceptualización particular de la Cooperativa, además de su naturaleza jurídica y su carácter personalista, por la sencilla razón que es un contribuyente o indicador diferenciador de otras formas asociativas o societarias como las entidades sociedades anónimas, cuyos socios no le es permitido ningún tipo de remuneración si participa en actividades de trabajo, y sólo a la participación de los dividendos (utilidades o beneficios) a partir del capital aportado.
Destaco también, como más adelante reflexiono
, que este principio es el más apreciable para argumentar la tesis sobre el carácter no lucrativo de las Cooperativas en el ejercicio de su actividad económica y generador de ganancias no lucrativas. Puedo decir, no sólo “su actividad económica” si no también su actividad comercializadora que en el tráfico mercantil se manifiestan en estos entes. 

¿Ánimo de lucro?

¿Existe ganancia lucrativa cuando sufragamos o erogamos algún gasto dinerario para satisfacer nuestras necesidades sin invertir un valor agregado? Obviamente no obtenemos ni tan siquiera una ganancia, porque no aumentó nuestro patrimonio, sino fue un intercambio de bienes, por ejemplo: cuando compramos un producto para el consumo. Pero tampoco existe ganancia lucrativa aun cuando erogamos gastos e invertimos un valor agregado (fuerza de trabajo) con la finalidad de satisfacciones personales, como por ejemplo: compras de materias primas para la elaboración de una vivienda con nuestro esfuerzo físico;  aquí si existe una ganancia porque el patrimonio se incrementó debido a una causa extra transformadora o mejor dicho, un valor añadido a ese erogado gasto  (fuerza de trabajo personal); pero ni aun así, esa ganancia, tiene un carácter lucrativo.
¿Existe ánimo de lucro?

Cualquier persona, sin más análisis, consideraría que hay ánimo de lucro cuando a partir de una inversión obtiene una ganancia y se la revierte así mismo y no está lejos de la verdad. El diccionario entiende por lucro “ganancia o provecho que se saca de algo”; En Derecho, a la intención de una persona de incrementar su patrimonio mediante un acto jurídico legal
 o ilegal
, se denomina ánimo de lucro
. 

Son varias las acepciones que se pudieran ilustrar para definirlo; pero respecto a la Cooperativa la definición no es tan simple si analizamos sus fines o finalidades desde un concepto Ius-filosófico que nos revelaría su propia y verdadera cualidad no lucrativa.

Sin menospreciar las diversas opiniones de autores que sostienen el carácter lucrativo por el simple hecho de que apropian de las ganancias generadas de sus producciones o servicios sea por la “mercantilización” y no “mercantilización”
 que les son recaladas a la Cooperativa, considero que la afirmación o criterio más acertado, y del cual comparto, es el del profesor Dr. Avelino Fernández Peiso, al caracterizar en su libro “La Cooperativa, bases para su legislación en Cuba” como, cito: “la Cooperativa es una entidad con fines económicos sin ánimo de lucro. 

Y no es difícil entender su análisis; el autor parte del criterio
 que: esa “cualidad o carácter le viene dada porque la fuente de los beneficios (anticipos y utilidades a distribuir) no es consecuencia directa
 del aporte patrimonial, sino del aporte de trabajo de los socios en la consecución del fin económico propuesto; en otras palabras como más adelante analiza el propio autor: “en las cooperativas se recibe el provecho como beneficio justo de la actividad cooperativizada y no como rendimiento del capital”
. Otro análisis pecaríamos de ingenuo.

Analizar el ánimo de lucro en este tipo de ente o sujeto de derecho (cooperativas), y desde una óptica o concepción Ius-filosófica, tenemos primeramente que conocer quiénes son los sujetos responsables de generar las ganancias o beneficios y quienes son los que se los apropian, en otras palabras, tendríamos que definir los generadores de plusvalía a partir de un gasto o inversión inicial de capital y otros recursos, y quienes se benefician de ella; la conocida fórmulas de economía política que aprendimos en las aulas universitarias: D-M=D´-M´
. 

Es simple el análisis: en una entidad capitalista los generadores de la plusvalía son los trabajadores asalariados quienes venden su fuerza de trabajo como una mercancía más, valor éste que, como “valor agregado”, le impregna al producto o servicio que crea,  siendo el capitalista el que se lo apropia.

En el socialismo, también  son los trabajadores quienes generan la plusvalía y es el ente estatal quien se los apropia; ¡Claro! el destino y la finalidad no es el mismo, el capitalista para su acervo privado, en el socialismo para el acervo social, o sea lo reinvierte en los servicios sociales cuyos valores se apropia o se benefician gratuitamente el trabajador que los creó, por eso no debemos de hablar de plusvalía en nuestro sistema.
Entonces, hecho este análisis, tenemos que concluir que en este tipo de sujeto de derecho (cooperativa) son los propios socios los que la generan, con sus esfuerzos personales, los beneficios, y son ellos mismos los beneficiados al apropiárselos.
Frente a criterios “mercantilistas” que ven en todo ente económico, colectivo o privado, una cualidad lucrativa por el solo hecho de que a partir de una inversión genera una ganancia que se apropia, estaría negando el sentido común del desarrollo que surge, generalmente, a partir de la generación del incremento adicional que se manifiesta en la transacción comercial, si ese es el ánimo.

Por ejemplo: el patrimonio de las Asociaciones, llamadas no lucrativas, es nutrido por los aportes dinerarios de sus socios fundamentalmente a través de las cuotas a las que están obligados a pagar; pero esto no quiere decir que son lo suficientemente sustentables económicamente y a veces tienen que restringir su razón de ser, u objeto por las que fueron creadas, por carecer de suficientes recursos o fondos financieros, recurriendo a medios o prácticas comercializadoras (servicios o producciones)que le generen un incremento adicional
 sin el matiz “mercantilista” de sus acciones.

Una cosa es invertir dinero y agregar valor con el aporte de su trabajo y otra cosa es incrementar valor sin agregar trabajo personal, ni tan siquiera de otra persona; en el primero la persona no estaría lucrando; en la otra la persona estaría especulando
, conceptualizándose aquí, un ánimo de lucro “disfrazado”. 

Cuando nos referíamos anteriormente sobre la ganancias
 y analizábamos que cuando erogamos gastos en una actividad económica (servicios o producción) e invertíamos fuerza de trabajo personal y otros valores agregados se originaba obviamente una ganancia, independientemente de que esa actividad económica sea  un medio o fin para la sustentabilidad del ente, o la de fomentar o crear un objetivo social no sólo para los que generan esas ganancias sino para la comunidad (asociaciones de beneficencia, de recreo o profesionales), esa GANANCIA NO ADQUIERE TAMPOCO ESE CARÁCTER LUCRATIVA.

Siguiendo la perspectiva teóricas de determinar si existe ánimo de lucro atendiendo al carácter de los sujetos intervinientes en la generación, apropiación y distribución de los beneficios, concluyo, objetivamente, que la Cooperativa, potencialmente inspirada por el “principio informador sobre la obligatoriedad del socio de aportar trabajo”, definida por una fuerte cualidad personalista, demuestra que no puede existir  intenciones de naturaleza lucrativa.
Después de esta disertación teórica y controversial, revisemos lo que el artículo 4 inciso f) del Decreto Ley 305 ha establecido al respecto cuando anuncia como principio cito… “desarrollar sus actividades sin ánimo especulativo y garantizar el cumplimiento…”. Otra interpretación conclusiva al respecto será muy personal de cada cual.

¿El capital social inicial de trabajo tiene que ser aportado por todos los socios?

Existen dudas, entre los futuros socios, sobre opiniones que considera que el aporte de ese capital inicial de trabajo “tiene” que ser aportado por “igual de todos” los socios para constituir una Cooperativa sustentándose ese criterio por el carácter de igualdad que se define en la legislación. Interpretado en ese sentido, el criterio es muy válido; para crear una persona jurídica es un requisito esencial constitutivo tener un patrimonio propio
; pero hasta ahí, porque para la concepción definitoria, delimitativa e identificativa de la personalidad jurídica como Cooperativa, no solo ante otros entes jurídicos si no para el Derecho mismo, es irrelevante, si tenemos en cuenta que el aporte inicial de trabajo que se exige es destinado solamente para solventar las operaciones preliminares de su actividad
; es un elemento desligado al estatus jurídico o condición del socio dentro de la Cooperativa, es intransmisible intervivo y mortis causa por no constituir una cuota o dividendo, independientemente que no está en el patrimonio del socio o socia. 
Si nos detenemos a observar, ni el DECRETO LEY-305 ni el DECRETO-309 fijan un monto determinado. (Parece ser algo “representativo”)
. Lo que sí es obligatorio para su reconocimiento de su personalidad jurídica tener un patrimonio propio.

Algo diferente sucede en una Sociedad Anónima; aquí el aporte de capital tiene relevancia al Derecho, por poseer la cualidad de definir el status jurídico del ente, lo nominaliza jurídicamente como una sociedad formada por capital y no atendiendo a la condición del socio, igualmente existe otra razón que trasciende al Derecho y es el hecho que el capital aportado se divide en acciones cuya posesión, nominativa o al portador, le otorga la condición al socio así como un estatus jurídico social dentro de la sociedad, independientemente que es un bien transmisible intervivo y mortis causa.
Pero no es tema aquí, en este acápite, argumentar sobre ese aspecto; lo que se valorará, y es de interés de debate,  es conocer cómo se expresa la responsabilidad de los socios para crear o fomentar ese patrimonio inicial.

Nada impone que el aporte a ese capital de trabajo inicial lo tengan que realizar “todos” los futuros socios; cuando decimos todos los futuros socios, los que tergiversan o desconocen la naturaleza jurídica de la Cooperativa argumentan que es una “obligación, un requisito, de cada uno de ellos” aportar capital dinerario, criterio este del que NO estoy de acuerdo por diversas razones:

· Partiendo de un criterio legalista, los DECRETO LEY-305 y DECRETO-309 no establecen ni distinguen ese particular; cuando expresan que el capital de trabajo inicial es aportado por los socios
 es obvio que tienen que ser ellos, los interesados en asociarse; si fueran otros los interesados entonces no estaríamos hablando de Cooperativismo. Debo aclarar que el Estado, está interesado en esta forma no estatal, para ello tiene creado un fondo dinerario para incentivar su desarrollo. 

· No se distingue en la ley que este particular esté como un requisito imperativo para ser socio, al no ser que en los estatutos se particularice; si esto ocurriera entonces sería por convención entre los socios. 

· Un criterio contractual define que esta forma de asociarse genera una relación jurídica contractual denominada contrato de asociación, cuya particularidad distintiva está, entre otras, en que entre los sujetos de este contrato no existen intereses divergentes o distintos en la consecución de un fin determinado como se distingue en el de compraventa, arrendamiento, etc.;  aquí el ánimo y el interés es  común, independientemente de las responsabilidades que surjan entre ellos para lograr ese fin común determinado.  

· Si algunos de los socios se obligan y responsabilizan por ser los aportadores dinerarios para formar el capital inicial de trabajo y otros socios se responsabilizan con aportar otro tipo de bienes o derechos o se exoneran de esa responsabilidad, el negocio jurídico asociativo no se desnaturaliza. 

Por tanto no debemos razonar con un criterio estrecho lo que a todas luces no lo distingue la ley.  Imponer ese criterio argumentando “por sentido común”, que es “normal” y “lógico” “que suceda así”,  lo que estaríamos es restringiendo, en primer lugar, la voluntad decisoria de la formación del acto asociativo al limitar un posible pacto o decisión colectiva o común.

Para apoyar nuestro criterio volveremos a reflexionar sobre la distinción que existe entre la Cooperativa y una Sociedad Anónima. Para ser socio de una S.A. si es indispensable y obligatorio el aporte de capital pues es una sociedad formada por capital (intuitu pecuniae), o sea que lo que importa e interesa para su constitución, no es la condición del socio, sino el capital.

Recordar que en una S. A. los dividendos o utilidades se forman y distribuyen por cada socio a partir del capital aportado, no siendo así en una Cooperativa (intuitu personae) donde las utilidades o beneficios son el resultado de su aporte de trabajo. Rodrigo Uría denominó a las Sociedades Anónimas “capital con personalidad jurídica”
.

Otra duda que se suscita entre los futuros socios versa sobre el estatus jurídico de las aportaciones individuales (dinero, bienes, derechos) que deben realizar o desembolsar para “formar el capital social inicial de trabajo” y de las bienes y derechos que se aportan con posterioridad a la constitución de la Cooperativa. 
Ya se ha explicado que uno de los requisitos para la constitución de la persona jurídica es poseer patrimonio propio formado por las aportaciones de los socios, no solo de capital (dinero) sino también de otros bienes y derechos; estos bienes aportados pueden, de acuerdo a la naturaleza o tipo de Cooperativa a formar pueden variar de acuerdo al régimen económico
 que adopten: [1] contribuciones colectivas: los socios donan sus bienes y derechos para constituir un patrimonio colectivo, [2] contribuciones conservando las titularidades: los socios no donan sus bienes y derechos sino que los integran al patrimonio conservando sus titularidades respectivas
; la tercera [3] es las que yo las califiqué “derivativas o inferidas del sector estatal” que puede ser una combinación de ambas solo que los medios de producción es estatal. 

También no integran el patrimonio de la Cooperativa otras titularidades adquiridas con el trabajo colectivo o, como veníamos expresando en estos apuntes, sus aportaciones derivativas del trabajo, entiéndase anticipos y utilidades que recibió el socio.

Quiero aclarar que cuando hablo de titularidades individuales
 de los socios no quiero expresar sobre su responsabilidad limitada o ilimitada como miembros de una sociedad, ni tampoco a su régimen económico, me estoy refiriendo a que son titularidades propias, personales, privadas independientes del patrimonio de la Cooperativa; explico esto porque existe el criterio equivocado entre los legos sobre la “obligación de devolver una parte o por ciento de los anticipos o utilidades que en su momento se remuneraron a los socios” cuando financieramente la Cooperativa no puede cumplir con su patrimonio con las obligaciones a terceros (impuestos fiscales o acreedores).

Pensar así es llegar a una conclusión equivocada desde el punto de vista técnico-jurídico como técnico-económico, en otras palabras absurdo.

La Cooperativa, que una vez realizado el ejercicio fiscal anual tenga que exigir la devolución de porcientos de anticipos o utilidades a sus socios para cumplir sus responsabilidades financieras a terceros, ha sido una Cooperativa irresponsable en su contabilidad-financiera para no hurgar o referenciar hechos o actos realizados con otros intereses no compatibles con las “buenas costumbres”.

He querido ir reflexionando para ir asimilando la tarea de que conozcan sobre la responsabilidad que tiene que cumplir la Cooperativa como ente o persona jurídica ante terceros.

Ya aludimos sobre el tema al referirnos, en una ocasión
, sobre la naturaleza jurídica de la Cooperativa como uno de los tipos de “sujetos jurídicos” de corte o carácter personalista que como requisito constitutivo, entre otros, está basado en los lazos de confianza mutua de sus socios y de sus aportaciones de trabajo. 
Definíamos que esos tipos de sujetos al tener esa cualidad o carácter distintivo de otras formas de sociedad, por ejemplo de la “sociedades Anónimas”, adquirían sus socios una responsabilidad “ilimitada” al tener que asumir, con su patrimonio privado o personal en caso que el patrimonio del ente o sujeto jurídico no tenga recursos financieros o materias suficientes, la asunción de las deudas y obligaciones contraídas en su gestión ante terceros. Estos tipos de sociedad colectivas están ya en desuso por los riesgos que imponen, cambiando su naturaleza a sociedades de “responsabilidad limitadas”.
También argumenté que el ente o sujeto tipo Cooperativa tiene esa cualidad pero con la particularidad distintiva que la asunción de las deudas y obligaciones contraídas por la Cooperativa solamente alcanza hasta su patrimonio, en otras palabras, la responsabilidad de los socio es limitadas no responden con su patrimonio personal; y así se infiere en nuestra legislación especial sobre Cooperativas no agropecuarias.

Resumiendo: 

Ya sabemos que la Cooperativa, como persona jurídica, es un medio o fin para materializar los intereses sociales
 de las personas que la conforman; es un ente o sujeto para desarrollar intereses individuales, generalmente identificados como económicos-sociales, y que solo en conjunto o unidos pueden concretar actividades o complejos de actividades en pro de ese interés, pero sin desestimar la impronta individual que identifica a todo ser humano, inclusive de las aportaciones o trabajo para el desarrollo de esas actividades o complejos de actividades cuyo esfuerzo individual no lo posibilita o supera.

¿Se puede desistir o renunciar a la condición de socio, antes del acto jurídico notarial? 

En la práctica está ocurriendo que algunos de los futuros socios, nominados en el acto administrativo autorizante para la constitución de una Cooperativa, están desistiendo con posterioridad a la emisión del referido acto autorizante.  

Hasta ahora no hay duda; existe la libertad y la voluntariedad del futuro socio de desistir a convertirse en parte de ese negocio jurídico asociativo, o inclusive, una vez alcanzado ese estatus, puede renunciar.

En el acto jurídico notarial constitutivo del negocio jurídico asociativo, cuando el funcionario fedatario (notario) exige la exhibición del acto administrativo autorizante para la formalización del acto constitutivo puede declinar la realización del acto notarial por no estar presente todos los futuros socios o en su defecto su representante voluntario, pero si el notario en el acto o comparecencia para la constitución de la Cooperativa conoce a ciencia cierta
 que uno o varios de los futuros socios desisten en adquirir la condición de socio, no deben de declinar la realización del acto jurídico notarial ni mucho menos exigir al órgano facultado a constituir la Cooperativa cambiar el acto autorizante (Acuerdo).

Frente a los criterios que consideran que es indispensable, para la seguridad jurídica de la escritura notarial constitutiva, modificar el acto autorizante cuando existe renuncia o desistimiento del socio o socia argumentando que tienen un “derecho adquirido” otorgado por el acto administrativo autorizante, se impone un criterio “negativo”, que no es indispensable la modificación del acto jurídico administrativo autorizante porque lo que se le ha otorgado a los futuros socios es un derecho expectante a optar o no por el estatus de socio en el acto mismo de constitución que se verifica en el otorgamiento de la escritura.

Considerando que el acto administrativo autorizante no es un acto vinculante a un derecho subjetivo ni mucho menos un derecho adquirido, debemos acatar la objetividad que impone el principio de voluntariedad establecido en el DECRETO LEY-309, en el que se debe valorar,  emitir y tener en cuenta, no en el momento de la emisión del acto autorizante para la constitución de la 
Cooperativa sino en el acto mismo constitutivo de la Cooperativa, ante el funcionario fedatario (notario). 

“[…] El principio de voluntariedad no se manifiesta ni es constitutivo para la formación del acto jurídico administrativo autorizante de la Cooperativa, sino su valoración hay que tenerla en cuenta en el momento del otorgamiento de la escritura notarial, ante el funcionario fedatario (notario), donde debe manifestarse y valorarse como requisito esencial constitutivo del acto asociativo [...]”
La Habana, 31 Julio del 2013.

Los estatutos
¿Son los estatutos de estricto cumplimiento?
UN ESTATUTO, desde el punto de vista interno, no es más que una ordenación de normas o reglas que van a regir y organizar la vida social, de trabajo y económica de los socios; son reglas a las que se van a someter u obligar los socios para el desempeño de la actividad que pretendan desarrollar con disciplina societaria. Son de estricto cumplimiento una vez que voluntariamente las hayan aprobados.

Desde el punto de vista externo es la forma en la que va presentar para interactuar, relacionarse y cumplir la Cooperativa con el mundo exterior, no solo en el tráfico mercantil sino sus deberes con el Estado.
La doctrina informa que dentro de la Cooperativa no rigen relaciones jurídicas de carácter laboral entre los socios, ni administrativas sino de carácter societario o civil.
¿Podemos categóricamente estigmatizar como civiles las relaciones jurídicas que se establecen entre los socios? 
Dar como cierta y absoluta esta interrogante es abigarrar y encerrar la dinámica del Derecho; creo que no sería lo más armónico. He dicho
 que debemos ir pensando en un Derecho de Cooperativa que lo entrañe como una institución en todos los órdenes que generan las relaciones jurídicas. Realzo este criterio por la importancia que va a tener o tiene este sujeto dentro de la economía del país como creador de valores y de sustentos domésticos precederos de una impronta política e ideológica más justa para nuestro socialismo.  
Nada dice el Decreto Ley 305 y su reglamento sobre el carácter que reviste esas relaciones jurídicas que se suceden entre los socios pero nada impide tampoco que las tutelemos dentro de las normativas del Derecho Civil pues en su contenido, Ley 59 “Código Civil”, las reconoce como persona jurídica con una forma de propiedad colectiva, y porque no, también podemos auxiliarnos del parcialmente vigente Código de Comercio en lo que no se oponga a la legislación especial (Decreto Ley 304 y su reglamento), sobre todo cuando existan diferencias o diferendos que pueden surgir entre los socios, porque no está exenta la Cooperativa de diferendos entre ellos por ser de hecho un colectivo.
¿Es posible tutelar jurídicamente hechos o actos, divergentes o no, surgidos entre los socios  dentro y fuera de la Cooperativa con diversas legislaciones?
Sí, considero la posibilidad de la tutela con diversidad legislativa pero dentro de los cánones permitidos y con la limitante que expuse anteriormente respecto a la no oposición de lo estipulado en su ley especial. Distinguir la naturaleza de esas relaciones es determinativo para calificar la materia jurídica que reglamentará el evento; también determinar si existen, en la propia ley especial, lo que denominamos lagunas del derecho, y cuando, existiendo la regulación en nuestro ordenamiento jurídico, no coexiste en una unidad legislativa. 
Estas disyuntivas, de la no está exenta la cooperativa en su diario interactuar dentro y fuera de ella, hay que tenerlas presentes a los efectos de un asesoramiento apropiado por lo que disertaremos una de las más comunes:
¿Qué se entiende por lagunas de la Ley?

Son situaciones merecedoras de tutela jurídica para las que no se han previsto regulación alguna, o normas que por ser defectuosas de alguna forma se vuelven inaplicables dejando en la práctica determinados supuestos (hecho o acto) sin regulación legal antes los cuales el ordenamiento jurídico debe dar alguna respuesta, porque tal supuesto puede tener efecto que trasciende al derecho. Interpretar el derecho es un proceso complejo, y la utilización de una forma o método aislado no es siempre nada halagador para llegar a un resultado.

ENTONCES: 
¿Cómo justificamos legalmente hechos o actos concretos acaecidos en la realidad objetiva que no están determinados o tipificados en la legislación a aplicar en general? 
Es común entre los operadores del derecho hallar soluciones interpretativas sea por declaración, extensión o restricción de la norma, utilizando métodos como el gramatical, exegético o el dogmático y, entre otros, la  analogía. Estas formas y métodos tradicionales en la teoría del derecho generalmente son para concluir el alcance y fines de aplicación de una norma cuando ésta es oscura, imprecisa u omisa, o cuando existe el vacío o laguna latente ante el hecho o acto concreto o atípico que se nos impone.

El profesor Fernández Bulté  reflexionó que, cito
: …“interpretar no es estar por encima de la Ley, o dar criterios oportunistas…  aquel método, que apoyándonos en todos los métodos técnico existente sea tradicional o moderno, asumiendo de ellos todos y cada uno de ellos, sus elementos  y contribuciones positivas, describiendo la dialéctica de su componente lógico formal y de su componente histórico… para lograr la mayor justicia posible y una solución favorable…”. Esta reflexión nos induce a pensar en una interpretación integradora del derecho ante tales imprevistos.

¿Qué es la interpretación integradora? 
Es la proposición de estudiar y analizar de forma íntegra los valores y principios trascendentales que nos brinda el derecho, o mejor dicho, nuestro ordenamiento jurídico, cuyos resultados debe ser justo, equitativo, basados en la defensa de la igualdad y la buena fe, en otras palabras, dar una solución que no menoscabe el espíritu objetivo de la legislación y sus principios, que no es otra cosa que manifestar seguridad jurídica, legalidad y justicia a los implicados en ese supuesto.
La profesora de la Universidad de la Habana Dra. Majela Ferrari en su artículo en la revista "Justicia y Derecho" publicada por el Tribunal Supremo Popular nos lo define a partir del criterio del jurista italiano Norberto Bobbio, cito: "...existe autointegración cuando los métodos de integración se encuentra en el mismo ordenamiento jurídico, es decir el ordenamiento se autointegra, utiliza sus normas y principios para solucionar las lagunas... en estos casos el sistema acude a sus propias soluciones y límites... y debe realizarse a través de los distintos métodos (la analogía y los principios generales del Derecho)..."
Ahora, si existen regulaciones en Derecho para los actos y hechos surgidos entre los socios dentro de la Cooperativa y no están integrados en un mismo cuerpo legislativo entonces, sin desestimar el concepto de autointegración, su amparo legal será como expresé anteriormente al principio de este tópico, de acuerdo a la naturaleza de la materia que verse el asunto, la legislación adecuada sea de carácter general o especial, pero vuelvo a insistir e insistiré hasta la saciedad en la necesidad imperiosa de institucional un “Derecho de y para las Cooperativas”
 
Luego de reflexionar sobre el carácter de las relaciones jurídicas dentro y fuera de la Cooperativas y las disyuntivas sobre “lagunas del Derecho” y la autointegración volvamos al tema central: “Los Estatutos” como un ejemplo a explicar lo que hasta ahora hemos venido expresando.

¿Y el artículo 3 del DECRETO LEY 305?
Muchos operadores del derecho no se han percatado o les resta importancia al artículo 3 del Decreto Ley 305 que solamente no informa, sino que tiene un carácter remisorio a las legislaciones, que dentro de nuestro ordenamiento jurídico, le sean aplicables; ¿quién le va a negar el carácter supletorio de esas “legislaciones aplicables” a que alude el referido decreto ley?
Debemos entonces razonar que un estatutos tiene una gran importancia desde muchos puntos de vista; (a) desde el punto de vista jurídico vamos a dotar a los socios de su “propia ley”,  de una ley que va a regular conductas, hechos y actos entre ellos, (b) desde el punto de vista social va a  armonizar sus intereses como colectivo, (c) y desde el punto de vista económico va propiciar la interacción de la actividad para la gestión y los fines aprobados en su objeto social. 

Las expresiones dentro de su contenido deben ser claro y no ambiguo, tratar de no ser omiso sobre aquellos temas generales y particulares, que por su naturaleza esté implícita la actuación humana dentro de un colectivo cuyos objetivos sea el trabajo para el beneficio personal sobre todo, es un máxima que tenemos que imponer en su contenido. 
Un instrumento jurídico, como los estatutos, que no agote cualquier vacío o laguna, es un inconveniente funcional que puede provocar el comienzo de conflictos de intereses, no solo entre los socios, así como con terceros.

Teniendo en cuenta estas percepciones, considero que en un estatuto, cualquiera que sea el tipo de cooperativa, debe de expresar claramente el cómo funcionará y  se relacionará tanto internamente como externamente. Por eso deben ser muy claras las reglas que se establezcan y no abrumarlas con léxicos o tecnicismos que tiendan, en la interpretación de los socios, a confundir evitando así posibles disyuntivas entre los socios o socias.
Se indica que se debe de ordenar no solo el “cómo” sino el “querer” o sea como quieren los socios que se organice la Cooperativa. Eso quiere decir,  que mientras no se estipulen acuerdos que conspiren contra las leyes, se puede pactar no solo lo indispensable que propone la legislación, sino cualquier otro pacto que coadyuve a una mejor armonía en la organización y el trabajo de los socios, en aras de una eficiente gestión de la actividad a desarrollar, siempre y cuando se respete lo estipulado. 

Por ejemplo: la legislación (decreto ley 30y su reglamento) no expresa el régimen de trabajo que regirá para los socios, como es: (a) el horario de comienzo y término de la jornada laboral, (b) las posibles ausencias justificadas o no y si son retribuidas, (c) las vacaciones o jornadas de descanso, (d) los días feriados u otros términos regulatorios del tema que se propongan, (e) seguridad y protección a la salud, (f) suspensión de las actividades de trabajo (g) sus interrupciones (h) las licencias, entre otras.
¿Es posible aplicar las normativas laborales vigentes?

(Volvamos al artículo 3 del Decreto Ley 305 ya debatido.)

Si de algo hay que estar seguro es que estas Cooperativas, del tipo de trabajo, son generadoras de riquezas
 resultado por la acción y la actividad humana organizada sobre recursos materiales-financieros que lo garantice; por lo tanto, independizar a los socios o socias de las instituciones del Derecho Laboral, que se estipulan para regular hechos y actos de la realidad objetiva que se suceden en el proceso o actividad de trabajo, es desestimar la esencia misma de la actividad de trabajo que sus miembros generan dentro de la Cooperativa para su satisfacción personal y para la sociedad. No quiero equiparar, porque no es lo mismo, las relaciones jurídicas que se establecen entre los socios dentro de la Cooperativa y éstos con la actividad de trabajo que realizan.
Las relaciones jurídicas laborales se establecen entre dos sujetos distintos y cuyos intereses están contrapuestos; por el contrario, entre los miembros de una Cooperativa no existen intereses contrapuestos por ser la relación jurídica de sociedad
 o tipo societario. En la relación jurídica laboral los sujetos intervinientes se distinguen por la situación jerárquica de poder, aunque en el socialismo no expresen, existen; en el tipo societario no existen esos tipos de rangos o nivel; en la relación jurídica laboral los sujetos se denominan trabajador-administración o patrón, en el tipo societario todos son socios o socias. 
No  obstante a esos diferendos expresados, ¿se puede violar lo establecido sobre la jornada laboral, la seguridad social y la protección a la salud o a las garantías a la mujer entre otras garantías y derechos constitucionales o establecidos en los tratados internacionales propugnados por la Organización Internacional del Trabajo (OTI)? NO.

En la práctica: ¿es posible la suspensión de la actividad de trabajo, la interrupción por causales no inherentes al socio o socia? ¿Cómo se garantizará el sustento de la familia de ese socio o socia que se ha enfermado, suspendido o ha quedado interrupto la actividad laboral? ¿Cómo y dónde se regularán esas garantía y derechos a los socios y socias por hechos sobrevenidos o latentes en la actividad del trabajo que desempeñan? 
Por mucho que traten de desvirtuarme con expresiones técnicista y académicas esos legos y no legos del Derecho de que “no son trabajadores sino socios” en su esencia ambos sujetos realizan actividades de trabajo en idénticas condiciones
 que tendrán que regular, tal vez con otra semántica o expresiones técnicas, pero deben de garantizarse dentro de un cuerpo legal esas instituciones del Derecho Laboral porque, como traté de explicar, son actividades de idéntica naturaleza que solo cambian la denominación del sujeto por estar en distintas relaciones jurídicas.
Otro ejemplo ilustrativo donde no se haya expresado, en la legislación vigente sobre cooperativa, es sobre la facultad de la Asamblea General de revocar a los directivos de los órganos de dirección, o administración.  Nada dice la legislación, entonces ¿Cuáles serían las causales de revocación? Considero que sea por convención entre los socios, los cuales deben determinar y expresar esas causales en los estatutos.
Como propongo, los socios deben de pactar cualquier tópico para una mejor comprensión y organización reguladora dentro y fuera de la Cooperativa sin desligarse de lo estipulado en nuestro ordenamiento jurídico, de las buenas costumbres, el sentido común y la lógica.

Tema importantísimo que debemos detenernos en reflexionar: ¿Qué entienden los futuros socios cubanos por cooperativas?
La práctica me ha demostrado que nada saben, o saben muy poco, sobre todos aquellos que son derivativos del sector estatal; por lo que muchos no quieren integrarse a esta nueva forma de gestión económica por miedo al cambio, miedo a no saber de sus expectativas en este nuevo modelo que se “impone”, miedo a cómo funcionará. 

Tener esa visión en la asesoría jurídica es objetivo fundamental, pues existe de hecho resistencia que van a impedir que fluya cualquier relación, sea con los organismos estatales encargados de su aprobación y autorización, como con  los mismos futuros socios. 

Reunirse con todos los socios y explicarle la esencia y la naturaleza de esta nueva forma o gestión económica es la primera actividad en nuestro plan de trabajo; esto canalizará y facilitará el asesoramiento para la formación y constitución de la Cooperativa. Surgirán preguntas como:

· ¿Cuáles son los objetivos de la Cooperativa? 

· ¿Cómo funciona una Cooperativa? 

· ¿Qué lugar ocupo dentro de ella?

· ¿Somos socios o trabajadores? 

· ¿Cuáles son mis deberes y derechos? 

· Cómo será mi remuneración (anticipos y proporción de su beneficio respecto a las utilidades) 

La Habana, 5 de Septiembre del 2013.
Algunas consideraciones teóricas sobre el Decreto Ley-305 y Decreto-309
¿Cuáles aspectos  deben estar considerados dentro de los estatutos?
Para ello debemos considerar explicar algunos, por su importancia, de los incisos del artículo 21 del DECRETO-309:
Inciso a) denominación de la Cooperativa: Velar porque el nombre escogido no interfiera fonéticamente o gramaticalmente con otro ya establecido o registrado. A esos efectos se debe de circular por el Registro Mercantil y la OMPI para certificar que no existan interferencias de nombres o duplicados. Una vez constituida como persona jurídica, si procediere, se inscribiría su nombre comercial ante la referida OMPI (oficina nacional de marcas y patentes industriales) 

Inciso f): requisitos para ser socios: La legislación impone los requisitos indispensables para ser socio de una cooperativa, pero eso no impide que los socios lleguen a acuerdos de proponer otros requisitos, que por la naturaleza de la actividad a ejecutar, son necesarios e imprescindibles.  

Esto no se quiere decir que se acuerden requisitos que atenten contra la dignidad del hombre como: raza, sexo, credos u otra manifestación que conspire contra los principios y derechos fundamentales del hombre y mucho menos en nuestro sistema socialista.  
Lo que quiero expresar, por ejemplo que se pueda exigir como requisito (a) una determinada titularidad académica sea técnica media o superior; (b) experiencia en la profesión; (c) la aportación de los futuros socios de bienes o de determinados bienes; (d) pasar un examen del oficio. 
No se debe de confundir la facultad del derecho de admisión al empleo que tiene la Cooperativa en la selección de sus socios con principios desleales ajenos a nuestra Constitución de la República o en el ordenamiento jurídico cubano del cual razonaremos más adelante en estos apuntes.

Inciso g) los derechos y deberes generales de los socios: Al igual que el anterior, también la Cooperativa puede de acordar en sus estatutos derechos y deberes que considere indispensables atendiendo al tipo de actividad a ejecutar, pero insistiendo, en no denigrar los principios y derechos del ser humano.

Inciso h) el monto del aporte dinerario de cada socio al capital de trabajo: El aporte puede ser inicialmente bajo y posteriormente, una vez constituida la Cooperativa como persona jurídica, puede ser ampliado, eso no desnaturaliza ningún acto constitutivo anterior. Es recomendable instituir en el contenido de los estatutos que aporte dinerario puede ser por plazos.

Inciso i) las causas que ocasionan la pérdida de la condición de socio: Aquí como en los requisitos que se le deben exigir al socio, también es aconsejable particularizar causales que requieran alguna especificación sobre la actividad, pero siempre respetando la integralidad del ser humano. Por ejemplo: se puede pactar, además de las impuestas por la legislación, causales que expresen tipicidades propias de la actividad, por ejemplo: la pérdida puede ser la causal de daño o menoscabo moral a la Cooperativa sea por dolo o negligencia.

Inciso j) los órganos de dirección y de administración, su competencia y las reglas básicas de su funcionamiento: Es importante en este elemento de los estatutos reflexionar al respecto; hay que tener en cuenta que los estatutos son, como expuse anteriormente, “una ordenación de normas o reglas que van a regir, organizar la vida social, de trabajo y económica de los socios con un carácter obligatorio una vez que acuerden algo”, por lo que debemos determinar o precisar, independientemente de lo que la norma regula, las facultades de esos órganos de dirección, así como otros aspectos acondicionado a la naturaleza de la actividad que van a realizar.

Es importante cuando se pauten atribuciones a los órganos o cargos, la jerarquía que deben existir entre los distintos órganos de dirección colectivos o individuales; por ejemplo: no se le deben dar facultades omnímodas al Presidente, al secretario o al Consejo de Administración o Administrador que merme el poder de la Asamblea General, o al Administrador sin que el Presidente lo apruebe; aquí no existe o no puede existir “equilibrio o balance de poder” sino como expuse, debe existir niveles jerárquicos de subordinación
. 
Hay que tener presente que unos de los principios que fundamenta la naturaleza jurídica de esta forma de asociación: “la colectividad en las acciones y decisiones” esto es la democracia, sino se perdería el sentido y se convertiría en otro tipo o forma de entidad;  la Asamblea es el máximo órgano de poder y decisión.

k) el régimen económico-financiero: No creo que el especialista en derecho o consultor jurídico pueda dar una opinión técnica y razonada sobre este aspecto. Solamente nos limitaremos a topar lo relativo al patrimonio.  Muchos socios, legos en Derecho, consideran que el patrimonio se compone solamente de bienes y efectivos (activos), por lo que debemos explicarle que también forma parte del patrimonio el pasivo o sea las deudas que adquieren en el tráfico comercial, son tangibles y no tangibles; también explicarle que son parte los derechos adquiridos y las obligaciones contraídas. 
Es importante que informen y eduquen que en esta forma no estatal de asociación la responsabilidad de contraer derechos y obligaciones es limitada, o sea que no alcanza el patrimonio particular de los socios. 
Conviene que los socios sepan la forma en que van a organizar sus intereses respecto a las titularidades de los bienes
 y derechos que aportarán a la cooperativa, sean en trasmisión de la propiedad a favor de la cooperativa por cualquier forma de trasmisión del dominio, o conservar la titularidad que lo pueden hacer por arrendamiento, o ambas formas pueden subsistir; pero se sabe que para lograr una mayor solidez, estabilidad y credibilidad ante instituciones bancarias y los clientes la Cooperativa debe lograr una solvencia financiera estable y potente, para eso debe contar con un fuerte patrimonio propio. 
¿Por qué se enfatiza en esto? Porque muchos socios prefieren mantener la propiedad sobre los medios de producción por diversos motivos; está claro que no es necesario u obligatorio aportar dichos bienes (materiales) para crear o pertenecer a la Cooperativa, pero considero que es más distinguido económicamente aportarlos por las razones anteriormente expuestas. 

Cuando en el artículo 21 inciso k) del DECRETO-309 se expresa sobre los límites y formas de disposición de los bienes y derechos que integran el patrimonio se refiere a los límites a que se someten esos bienes, o sea se está queriendo evitar anarquía en el uso indiscriminado de determinados bienes propiedad de la Cooperativa, por cualquier socio, sea determinando el nivel de autorización para su disposición (venta, donación, usufructo), o su restricción en el uso y en el nivel de jerarquía para el disfrute y traspaso de su dominio, pero no del alcance.

Que quiere decir esto: que esos determinados bienes que se pretenden  restringir o limitar su uso por cualquier socio no limita el disfrute del valor de uso que esos determinados bienes producen, pero es indispensable restringirlo a los efectos de una mayor responsabilidad y organización del trabajo;  por otra parte referente al nivel de jerarquía para su autorización es dispensable distinguir la relación que existe entre el límite con relación a la formas de disposición. 
Formas de disposición es la manera en que se va a trasmitir el dominio de esos bienes, sea compraventa o donación, y con relación al límite, ¿cuál sería el órgano encargado de autorizar ese traspaso?, que en mi opinión será la Asamblea General.
¿Qué se entiende por reservas obligatorias y voluntarias?  Cualquier especialista en contabilidad y finanzas nos dirá que son aquellos recursos financieros aportados a una cuenta, originados de las utilidades, que van a hacer destinados para gastos no planificados en nuestro plan, o sea para aquellos hechos o eventos sobrevenidos de forma imprevista que conspiran contra la solvencia planificada en el mes o en el año, y puedan acarrear pérdidas o daños a la cooperativa. Es obligatoria cuando se impone por ley, y voluntaria cuando es aprobada por los socios en la Asamblea General.

Inciso m) el sistema de retribución a los socios, basado en la cantidad, complejidad y calidad del trabajo: Aunque este inciso se explica por sí solo es conveniente aclarar que se debe de expresar en los estatutos la redistribución no sólo del anticipo
, sino en la remuneración de las utilidades o beneficio en cada ejercicio económico contable.

Apartándonos del acápite anterior, es preciso informar que la legislación no expresa nada al respecto sobre el término de efectuar la remuneración del anticipo y de las utilidades, lo deja a disposición o convención de los socios.  Es obvio que debe distribuirse por lo menos una vez al mes, las utilidades, el anticipo o parte de ellos.  La Cooperativa puede remunerar mensualmente las utilidades y no el anticipo, o viceversa, o puede acumular una de ellas para distribuirla en el ejercicio económico contable del semestre o del año.  
Lo que si enfatizo es que hay que dejarlo muy precisado en los estatutos pero no de forma determinativa, o sea no debemos expresar, en términos cuantitativos el monto de los anticipos, o la proporción de las utilidades a distribuir entre los socios; expresarlo pecaríamos de iluso porque, primeramente, desconoceríamos si la Cooperativa será solvente en esos términos hasta el balance o ejercicio fiscal;  en segundo lugar sería injusto un anticipo al azar, o sea indeterminativo respecto a la cantidad, complejidad y calidad.
Tampoco es factible determinar dentro de los estatutos el procedimiento del cálculo como una fórmula general que nos oriente como realizarlo a partir de los indicadores económicos porque cuando no proceda, por cualquier motivo, tendríamos que modificar los estatutos cuantas veces cambien de parecer los socios.

La experiencia me ha demostrado que es más loable instituir una cláusula general remisiva a un manual o procedimiento interno mutable al servicio de una mejor y mayor satisfacción remunerativa equitativa que estipule el cálculo para concretar en valores los anticipos y la proporción de las utilidades a distribuir entre los socios. Si por decisión posterior no es factible el procedimiento o el cálculo aprobado, se podrá derogar e implementar otro sin necesidad de modificar los estatutos por decisión de su Asamblea.

Inciso o) la forma en que efectuará su control interno: La Comisión Fiscal es el órgano encargado de controlar y fiscalizar las actividades económicas y sociales de la cooperativa.  Se impone por ley establecer el método y procedimiento para el ejercicio del control interno en la Cooperativa. Cuando digo establecer digo expresarlo en los estatutos. Considero que no copiemos la Resolución número 60 del 2011 de la Contraloría de la República de Cuba, sino  llevarnos su espíritu y crear nuestro propio sistema de control. 

Inciso p) el régimen disciplinario, causales y procedimiento para la sanción; 
Es también importante que los socios, además de establecer lo que por la legislación se impone, deba establecer otras acondicionadas a la especificidad de la actividad que desarrollará la Cooperativa, teniendo en cuenta que existen determinadas actividades que en su ejecución generarían riesgos al patrimonio, por negligencia o dolo. 
Veamos por ejemplo: en el incisos b) y c) del artículo 67 del Decreto 309 se establece cito: …  b) “sustraer, desviar, causar daño o la pérdida de bienes en propiedad o posesión de la Cooperativa”… c) “cometer  hechos  o incurrir en conductas  que puedan ser constitutivos de delitos contra la Cooperativa o en ocasión de desempeño de su trabajo”… ¿Dónde dejan los daños a terceros?
Inciso q) el régimen de solución de conflictos: He expresado anteriormente que las relaciones jurídicas que se establecen entre los socios dentro de la Cooperativas son de acuerdo a la naturaleza en que esté implícito el asunto, pero por generalidad son de carácter societario o civil
. 
La Habana, 15 Octubre del 2013
Encargo estatal
No es más que la carga impuesta por el Estado que tiene que cumplir la Cooperativa para satisfacer un interés social compatible con la actividad o razón social por la que autorizó y creó.

Si bien esta forma no estatal surge por necesidad de desarrollar la economía cubana, es razonable que el Estado imponga su interés para cubrir ciertas necesidades sociales a los efectos de regular el mercado interno de bienes y servicios respecto a productos de primera necesidad, sea topando los precios o la necesidad de cubrir con determinadas producciones. Ejemplos tenemos aquí en Cuba desde hace año, en el sistema cooperativista agropecuario; el encargo estatal es cubrir las necesidades alimentarias al sistema educacional y de salud dentro del municipio donde se hallen su domicilio. Recientemente tenemos las Cooperativas de servicio de transporte que se toparon los precios a $ 5.00 pesos, o las de Mercado Agropecuarios que tiene la obligación de vender el producto “papas" al precio estatal, así como el “arroz a $ 3.50” y las dietas. 
La Habana 23 de diciembre del 2013.
Régimen de seguridad social 
He querido hacer algunas consideraciones aparte sobre esta institución del derecho laboral en estos apuntes por ser de una vital importancia para todo ser humano, pues es la garante de su sostenibilidad financiera y material de por vida en la última etapa cuyas fuerzas físicas e intelectuales han disminuido, independientemente de otros impactos sociales que puede sufrir ese ser humano si no le asiste otros recursos sociales para su subsistencia.
Este apartado está expresado, no solo para aclarar a algunos legos y no legos que sostienen que existe una omisión normativa en las legislaciones sobre las cooperativas no agropecuarias (“lagunas”) sobre la contribución a los trabajadores asalariados que la cooperativa contrata sino otras opiniones tergiversadas que no puedo admitir, y mi criterio es: 
NO existe tal “omisión normativa” ni tan siquiera una indeterminación del legislador del ¿cómo?  Las cooperativas no agropecuarias, contablemente, pueden realizar el aporte contributivo a la seguridad social de los trabajadores asalariados que eventualmente son contratados por ellas; eso es un imposible pues obviarlo se violaría un derecho constitucional y humano.

Está bien definida la regulación de ese derecho constitucional en la Resolución ministerial número 427 del 2013 del Ministerio de Finanzas y Precios, “norma específica de contabilidad para las cooperativas no agropecuarias” en su apartado sexto inciso b)
,  y en el Decreto Ley 305 en su artículo 26.3, disposiciones jurídicas éstas de la cual disertaremos más adelante, pero antes debo hacer referencias a opiniones de los entrevistados sobre el tema objeto de este dictamen consulta.

Opiniones.

· Muchos razonan que el nomenclátor (párrafo082013) que establece la referida Resolución 427 no admite incluir el por ciento del aporte sobre la contribución a la seguridad social del trabajador asalariado sino solamente el de los socios, argumentando que la figurada Resolución ministeriales complementaria, en cuanto a la de seguridad social, al Decreto 306 “sobre régimen especial de los socios” y no de los trabajadores asalariados.

· También argumentan otra causal para desestimar su aporte tributario: la omisión legal sobre la inscripción de ese trabajador asalariado en el Instituto Nacional de Seguridad Social (INASS) que temporalmente realiza una actividad de trabajo. Muchos consideran que esa “omisión normativa” permite desestimar el pago de ese aporte contributivo aferrándose  a un principio general del derecho que reza: lo que no distingue la ley no cabe distinción
; y entre otras argumentaciones, se apoyan también sobre el carácter “temporal” de esa relación contractual.

· Otras opiniones encontradas son más ultrajantes por la notoria injusticia de sus respuestas cuando estiman que:… ante un accidente o enfermedad se le extinga el contrato [¿…?] huelga el comentario para aquellos que no tiene en sus conceptos propios naturaleza altruista de esta institución del derecho laboral sostenidos como un derecho humano.   

Los que así piensan están muy equivocados desde el punto de vista de derecho y de hecho. No haremos una disertación o apología sobre esas opiniones aquí porque no es objetivo de este dictamen consulta, pero si en necesario precisar que más que una omisión o una indeterminación legal clasificada como “laguna del derecho” es un mala interpretación de los operadores contables y del derecho que es cosa bien distinta a concluir el tema con alegatos y afirmaciones sobre principios general del derecho entre otras.

MI CRITERIO: La solución está dentro de las legislaciones que sobre cooperativismo no agropecuario se han establecido, no obstante es mí responsabilidad explicar con detalles, reflexiones más comprensibles para aquellos que aún no estén convencidos de mi criterio.

Pero me preguntarán ¿cómo aplicar el artículo 26.3 del Decreto Ley 305 dentro de contabilidad que regula, con carácter especial la Resolución 427/2013 del MFP? ¿Cómo se inscribe el asalariado en el INASS?

¿Qué podemos hacer?

Ante todo la seguridad social como exprese anteriormente es una institución
 dentro del derecho laboral con rango constitucional es un derecho y un deber; está pormenorizada y universalmente normada en todo nuestro ordenamiento jurídico, desde la ley de leyes
, ley de carácter general
 y especial
, y porque no (jocosamente) “especialísima”
; tampoco no puedo dejar de hacer referencia a que esa institución es fundamentada por un principio de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), tratado éste donde Cuba es signataria.

Analicemos lo regulado en nuestro ordenamiento jurídico sobre el tema para tener una mejor ilustración… 

El artículo 47 de la Constitución de la República de Cuba, nuestra “carta magna” instituye la garantía que tiene todo trabajador a recibir una protección por edad, invalidez o enfermedad a cargo de la seguridad social; así, sin más conceptualizaciones que afecte su transparencia.   

En consonancia con nuestra Carta Magna, la Ley 116 “Código del Trabajo” consagra, entre otros principios fundamentales por el que se van a regir el derecho de trabajo, el “derecho” que tiene todo trabajador y su familia (se incluye la maternidad de la trabajadora) a ser protegido por la seguridad social
; garantía constitucional y principio fundamental estos que la Ley 105 “sobre Seguridad Social” amplifica en todo su contenido al regular sus particularidades, dentro de un “sistema” de regímenes
, la protección de todo trabajador asalariado que mantenga una relación jurídica laboral con cualquier “ente”
 económico, sea del sector estatal, cooperativo, mixto o privado.

No está exenta también la Ley 113, “sobre los tributos”, de la regulación de ese derecho constitucional al imponer, en su artículo 286, la responsabilidad que tienen las personas jurídicas, como sujetos pasivos en concepto de contribuyente, a pagar el aporte a la seguridad social si emplean fuerza de trabajo asalariada.

Acercándonos ya a las legislaciones que sobre cooperativas no agropecuarias se ha estipulado, el Decreto Ley 305 regula en su artículo 26.3 la responsabilidad de la cooperativa de retribuir, entre otros tributos, la seguridad social de acuerdo con lo que establece la legislación laboral común vigente a los trabajadores asalariados que eventualmente tiene una relación jurídica laboral con ella.

Verificada hasta el extremo la fundamentación jurídica de esta institución del derecho laboral, preguntémonos para ir tejiendo su íter:

· ¿Pueden las cooperativas no agropecuarias tributar la contribución o aporte a la seguridad social el porciento de los trabajadores asalariados insertos en una relación jurídica laboral con ella al no tener la condición cualitativa de “cooperativista o socio”?

Pongamos otra pregunta más sensible y real.

· ¿Estarán protegidos remunerativamente los trabajadores asalariados insertos en una relación jurídica laboral con las cooperativas no agropecuarias al no tener la condición cualitativa de “cooperativista o socio” en caso de accidente o enfermedad durante su actividad de trabajo?

Otra pregunta que a largo plazo pudiera entorpecer la trayectoria laboral para la jubilación.

· ¿Qué constancia o traza legal probatoria tendría el trabajador asalariado para justificar su contribución a la seguridad social a los efectos futuros de su jubilación? 

No he hecho otra cosa en este apartado que realizar otro ejemplo de la propuesta que sobre autointegración del Derecho hacía referencia ante las disyuntivas que le depara a toda persona natural o jurídica en su interactuar con la realidad objetiva, claro con la responsabilidad que amerita el ejercicio; no obstante, a pesar de mis consideraciones y conclusiones, me responsabilizaré por lo que promoví porque es un imposible en nuestro sistema socialista dejar en estado de indefensión al asalariado en todos los órdenes si no promovemos soluciones razonadas que le garanticen su derecho, y la soluciones están ahí, en el Sistema de Normas de la Contabilidad Cubana; recordar el artículo 26.3 del Decreto Ley 305 y en especial la Resolución 427 del 2013 del Ministerio de Finanzas y Precios. No puedo dar métodos contables, pero es mejor pecar por error en la utilización de métodos o procedimientos transparentes que lesionar, más que un derecho, la salud y la estabilidad de un ser humano.

Una consideración también surgida en la práctica es la posibilidad de que un socio pueda alternar su profesión en una entidad estatal con otra forma no estatal pero solamente puede  estar afiliado a uno de los dos regímenes que sobre seguridad social se establece. (Artículo 14 del D 306)

La Habana, 31 Octubre del 2014.
Contratación de fuerza de trabajo 
¿Cómo contratar la  fuerza de trabajo?
La Cooperativa puede, en determinado período y dentro de determinado tiempo, contratar mano de obra asalariada (trabajadores) para asumir actividades y tareas que por cualquier motivo justificado los socios no puedan ejecutar o realizar en un  determinado período; pero surge la duda al leer la ley:

¿Cualquier actividad o tarea?
Del análisis yo expongo el criterio que el artículo 26.1 del DECRETO LEY-305 no es lo “bastante claro” en la formación de su hipótesis jurídica o supuesto de hecho cuando establece cito: “… para las actividades y tareas que no puedan asumir los socios en determinado período de tiempo…” aquí el supuestos es, a mi consideración, muy abierto; puede interpretarse para cualquier actividad o tarea que asuman los socios sean de su objeto social o actividad social o no; pero técnicamente, interpretando la intención del legislador, la redacción del referido artículo nos revela que son para aquellas actividades y tareas no propias del objeto social. 
¿Por qué? porque siguiendo el método de interpretativo (interpretación) lógico sistemático del artículo que se cuestiona nos concluye que la generalidad y esencia del espíritu de la ley, independientemente de regular la constitución, funcionamiento, y extinción de la cooperativa, es disciplinar también el contenido de esta forma no estatal; y… ¿Cuál es el contenido?  La ordenación de la producción de bienes y la prestación de servicios mediante la gestión colectiva de sus socios como dispone el artículo 2.1 del Decreto Ley 305 sin que se generen ganancias lucrativas
, en otras palabras, la esencia de la ley y la intención del legislador es favorecer una fuente de empleo alternativa no estatal y con una mayor participación e iniciativa social en la macroeconomía cubana cuyos resultados de su gestión económica se apropien sus hacedores sin tener que auxiliarse o explotar fuerza laboral asalariada externa.  
Por eso yo presumo que esas actividades y tareas, que no puedan asumir los socios en determinado período de tiempo, son las no propias de su objeto social; pero cabe otra interpretación más libre: “la ley no prohíbe o distingue expresamente la utilización de trabajadores asalariado para actividades propias de su objeto social”; por lo que no doy por concluido el tema pues se infiere, en su contenido, su utilización al establecer, expresamente, limitaciones de su utilización respecto al tiempo (tres meses) y de la cantidad (10% jornada socio).

Insisto, aunque se infiera, y si se diera el hecho de utilizar fuerza asalariada para actividades propias del objeto social sería a mi consideración con carácter excepcional, pues si se estipularía abiertamente sin restricción la contratación de trabajadores asalariados para la ejecución de su actividad PROPIAS DE SU OBJETO SOCIAL desnaturalizaríamos la concepción y la esencia del cooperativismo provocando un ente del tipo capitalista cuyos socios, por tendencia o instinto dejarían de trabajar y de gestionar su sustento por sí para apropiarse del plus-valor creado por el trabajo asalariado ¿o no?
¿Cuál sería esos hechos de carácter excepcional?

Creo que sería, jocosamente expresando, para casos de “legítima defensa” por el instinto de preservación que generaría un posible daño patrimonial o afectación económica a la Cooperativa por incumplimientos de obligaciones contractuales por cualquier motivo, generalmente imputables por mala planificación en la concertación contractual o fuerza mayor.
¿Por qué para ejecutar o realizar otras actividades y tareas fuera de su objeto social no es loable contratar trabajadores asalariados?
 

En una primera reflexión a priori sería porque no es económicamente ventajoso para la Cooperativa ya que la actividad o tarea no generaría beneficios directos al patrimonio por no estar vinculada directamente, muchas de ellas, con la actividad autorizada en su objeto social y por tanto no está vinculada directamente con las utilidades, independientemente que:

· Existen actividades y tareas cuya necesidad, sobrepasan el período permitido por la ley (hasta tres meses).
· Se debe de pagar al fisco, el impuesto por utilización de fuerza de trabajo si sobrepasan más de cinco (5) trabajadores, y los aportes a la seguridad social.

· La remuneración, en concepto de salario, complejiza su formación por ser una categoría laboral (pago 0.9, nocturnidad, peligrosidad, horas extras etc.).

· La legislación DECRETO LEY-305 y su reglamento no lo infiere tan siquiera.

· Contractualmente se concreta una relación jurídica laboral con todas las implicaciones y garantías que en sede de derecho laboral se impongan.
Si la Cooperativa, por razones justificadas, necesita la ejecución de otras actividades o tareas no propias de su objeto social para solventar necesidades, lo que estaría necesitando es un servicio cuyos beneficios serían:

· No se limitaría por el tiempo establecido por la ley,

· No se pagarían impuestos o aportaciones.

· No se garantizan derechos laborales alguno.

· La remuneración se fijaría en el concepto de precio o tarifa previo consenso entre las Partes, no en salario.
· Contractualmente se concretaría en una relación jurídica económica.

· El DECRETO-309 lo estipula legalmente (artículo 65).

· Se contabiliza como un gasto deducible, si se prevé en el presupuesto anual.

Considerando y ampliando lo anterior, el artículo 65 del DECRETO-309 nos permite contratar servicio a trabajadores por cuenta propia para la ejecución de esas tareas y actividades NO PROPIAS DE SU OBJETO SOCIAL, por ejemplo: a un contador para la ejecución de la actividad económica-contable de la Cooperativa, un pintor, plomero, albañil para la remodelación constructiva del inmueble sede de la Cooperativa; también, analizando el referido artículo 65, con carácter extensivo, se puede contratar a persona jurídica estatal y no estatal, por ejemplo los servicios a una Consultoría Jurídica para el asesoramiento legal, a CANEC respecto al asesoramiento económico-contable.
Aquí también se desnaturalizaría la concepción del cooperativismo si al igual que la contratación de trabajadores asalariados para actividades propias de su objeto social se contraría para servicios PROPIOS DE SU OBJETO SOCIAL. 
¿Ahora cuáles son las diferencias que existen entre estos dos tipos de trabajadores que la Cooperativa pudiera necesitar? Primero vamos a delimitar la importancia de estos artículos dentro de la legislación DECRETO LEY-305 y DECRETO-309 y sus posibles limitaciones.

¿Cuál es la razón del artículo 26.1 del Decreto Ley-305, que a mi criterio sería con carácter excepcional su aplicación? 
Como exponíamos anteriormente
 las razones a mi criterio serían… entre otras:

· Poca visión en la constitución de la Cooperativa, respecto al número de socio, para solventar un mercado más ágil y creciente cuyas ofertas rebasan su capacidad operativa.

· Establecimiento en el contrato de obligaciones como fechas de entregas no concordes con la magnitud del servicio o la producción, y por tanto podrían incumplir.

· Incapacidad por accidente o enfermedad de algún socio en la ejecución de una determinada actividad social provocando retrasos o incumplimientos de servicios o producciones.

· Cualquier otra causa justificable que impida total o parcialmente la ejecución, y realización eficiente y responsable de su objeto social.

¿Es acertada esta limitación (término de 3 meses atendiendo al 10% jornada socio)?
Razonando esto, nos preguntaremos ¿Por qué ese término de tres meses? Por las mismas razones nos  preguntaríamos ¿Para qué se constituye una Cooperativa? No existe justificación para tener un trabajador asalariado por tiempo indefinido ejecutando o realizando las actividades o tareas propias o no propias de su objeto social. Si esto sucede ¿Estaríamos hablando de cooperativismo? Creo que no. Otra respuesta sería el artículo 26.4 del Decreto Ley-305.

¿Cuál es la razón del artículo 65 del DECRETO-309? 
Muchos… entre otros servicios:

· Necesidad de asistencia técnica-profesional de asesorías, complementarias e independientes, a la actividad fundamental de su objeto social. (contador, abogacía)

· Necesidad de asistencia  técnica-profesional de apoyo logístico, complementario e independiente, a la actividad fundamental de su objeto social. (transportación, izamientos, montajes)

· Necesidad de asistencia técnica-profesional de construcción, diseño, arte y oficio, complementaria e independiente, a la actividad fundamental de su objeto social. (albañilería, plomería, pintura, jardinería)

· Cualquier otra actividad que, de forma independiente y complementaria, coadyuve, apoye y facilite o no la actividad fundamental de su objeto social.

La legislación no establece límites para la ejecución y realización de esas actividades y tareas que como servicio se contrataron.

Analizada la importancia de estos artículos nos proponemos valorar sus diferencias.

Respecto a la naturaleza y contenido de las actividades o tareas a ejecutar o realizar por los sujetos intervinientes:

· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 estamos hablando de actividades y tareas cuya naturaleza es laboral, porque las relaciones de trabajo de los trabajadores con la cooperativa son de carácter laboral; pero su contenido es social
 si realiza actividades propias de su objeto social porque aporta beneficios directos a las utilidades de la Cooperativa, en caso contrario no. 

· En el artículo 65 del DECRETO-309 estamos hablando de actividades y tareas cuya  naturaleza no es laboral, sino mercantiles; y su contenido también es social si el servicio contratado es para actividades propias de su objeto social porque aporta beneficios directos a las utilidades de la Cooperativa, en caso contrario no. (desde otro análisis se podría argumentar aportes indirectos a las utilidades pero no es esta la disyuntiva aquí)

Respecto al sujeto o sujetos intervinientes en las actividades o tareas a ejecutar o realizar: 

· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 se habla de trabajadores asalariados donde solamente se le solicita su capacidad técnica-profesional o de oficio, documentada o no.

· En el artículo 65 del DECRETO-309 se habla de cuentapropista, persona natural autorizada a ejecutar una actividad, y como expuse anteriormente podemos extender el concepto a las personas jurídicas estatales o no con iguales licencias operacionales de servicios.

Respecto a la función de las actividades o tareas a ejecutar o realizar:

Aquí está en dependencia del tipo de actividad de trabajo o servicio que se realicen por estos sujetos:
· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 su función es social si se realiza labores propias del objeto social, en caso que no fueran actividades propias no sería social pues no apartaría a la ganancia social.

· En el artículo 65 del DECRETO-309 su función es social si se realiza servicios propios del objeto social, en caso que no fueran actividades propias no sería social pues no apartaría a la ganancia social.
Respecto a tipo de contrato:

· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 se nominaliza como contrato de fuerza de trabajo, cuyo contenido es laboral. Su conflicto se dirime en la Sala de lo Laboral de Tribunal de justicia competente.

· En el artículo 65 del DECRETO-309 se nominaliza con un contrato económico o mercantil,  cuyo contenido es un servicio o producción. Su conflicto se dirime en la Sala de lo económico de Tribunal de justicia competente

Respecto a los impuestos o pagos tributarios:

· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 se paga impuesto por la seguridad social, si el trabajador asalariado no está afiliado a ningún régimen de seguridad social, y por utilización de fuerza de trabajo.

· En el artículo 65 del DECRETO-309 no se paga impuesto.

Respecto a desembolso y efecto contable:

Aquí no existen una distinción estimable, los dos son nominativos de gastos.

· En el artículo 26 del DECRETO LEY-305 se conceptualiza como pago de salario por un servicio laboral, y se contabiliza en la cuenta como gasto en salario.

· En el artículo 65 del DECRETO-309 no se paga salario sino un servicio no laboral, y se contabiliza en la cuenta como gasto de un servicio. 

Reflexionando sobre este aspecto de la contratación de fuerza de trabajo asalariada y de los servicios de un cuentapropista se impone la pregunta: ¿Por qué no es ilegal contratar persona natural por la Cooperativa sin la debida licencia autorizante para la realizar una actividad de trabajo sea propia o no de su objeto social? ¿Por qué es ilegal contratar a persona natural para la ejecución de determinado servicio sin ser cuentapropista?

Cuando se contrata persona natural la Cooperativa tiene la responsabilidad de pagar un impuesto por la utilización de la fuerza de trabajo y un aporte a la seguridad social
, con lo cual se garantiza que no se viole el fisco por la ejecución de determinada actividad, así como se asegura garantizar la salud de esa persona.
Cuando se contrata  a una persona natural para la ejecución de servicios sin adverar su capacidad como sujeto activo de una actividad autorizada, la Cooperativa estará permitiendo actividades económicas ilícitas.  

Resumiendo el tema, opino que independientemente de los criterios expresados en estas reflexiones, divergentes pero no conclusivos sobre los trabajadores asalariados y los cuentapropistas, considero que para la opción de su contratación de uno u otros tenemos que tener presente la intención, motivos o como organizan sus intereses los socios.

Por ejemplo: si se tienen cinco (5) trabajadores asalariados se exime del pago del impuesto sobre la utilización de la fuerza de trabajo, ésta es una opción que puede resultar más barata, ¡Claro! si interpretamos que la ley no prohíbe la contratación de trabajadores asalariados para actividades propias de su objeto social, criterio de ley que no comparto enteramente o es aceptada sin limitaciones por mí.

La Habana, 10 de Enero del 2015.
El control estatal
Acusado artículo 13.2 del Decreto Ley 305 y del artículo 2 del Decreto 309 por algunos que consideran la autonomía de la Cooperativa como algo ajeno o independiente a todo proceso político-económico-social que se genera en un país, y más como el nuestro, cuya simiente está en las garantías sociales por encima de otro orden sin menospreciarlos; aunque, tal vez no soy experto en análisis económico, estas personas jurídicas surgidas por necesidad imperiosa de nuestra economía a sazón de su actualización, no retoñan con magnitud determinante en la macroeconomía cubana por el momento; tal vez sus insipientes actividades o gestiones no han logrado relevar su protagonismo, al menos secundario, junto al sistema empresarial estatal o mixto que merezca de una caracterización que lo avale como tal; aunque no es objetivo o interés estatal minimizarlo a un sujeto paliativo, hasta la fecha, mi opinión, así se pronuncian.

Es conocido, por ser público y notorio, que a las cooperativas agrarias se les desconoció su naturaleza de sujetos autónomos e independientes privándolas, desde de todos los órdenes jurídico-administrativos, esa autonomía
 al institucionalizarles un excesivo control estatal e inmoderados burocratismos administrativos que la ahogaron en el desaliento, pero esto no quiero yo decir que se les favorezca el libertinaje, no.

El Estado tiene el derecho y la obligación de proteger sus intereses y lo realiza a través de sus órganos fiscalizadores o controladores (ONAT, Contraloría, etc.) Esta obligación y derecho estatal genéricamente lo denominamos control de la legalidad, que no es más que el ejercicio supervisor del poder estatal para verificar el cumplimiento sobre el deber que tiene cualquier sujeto de acatar las leyes (obligación fiscal, cumplimiento a su objeto social autorizado, cumplimiento de las normas ambientales, sociales entre otras). Esta intromisión estatal es “vertical” pero subordinante solamente a la ley no institucionalmente, como tampoco clasifica como intervencionismo administrativo
.
Otra cosa son las relaciones que en el plano de igualdad se establecen entre estos sujetos con los órganos estatales a los efectos de satisfacer intereses recíprocos como la realización de transacciones comerciales (compraventas, de servicios), consultivas, de colaboración y de cualquier naturaleza a establecer relaciones de vinculación subordinante donde se mediatice la voluntad a favor de los intereses estatales, en otras palabras no es lo mismo establecer relaciones jurídicas con un carácter recíproco que mediatizarlas con vínculos subordinantes. 
Esto no quiere decir que la Cooperativas no agropecuarias es un ente independiente de todo proceso ajeno al control estatal, los que piensen así desconocen las razones y concepciones técnico-jurídicas que caracterizan al Estado. Para cualquier jurista mencionar el poder público político del Estado es determinar uno de sus rasgos más distintivo que lo caracteriza por sus tres acepciones que como unidad nos define ese rasgo: poder, político y público, conceptualizándolo: es la capacidad que tiene el Estado de imponer determinadas decisiones y exigir determinadas conductas sobre decisiones políticas a toda la sociedad donde tiene su demarcación territorial
. 
Entonces está claro que no podemos sustraernos a su imperio, a la voluntad de sus designios en la regulación de los intereses que protege sin alternativas alguna; pero no solo debemos regirnos por ese rasgo sino hay que tener presente que las disposiciones jurídicas, de cualquier rango, su fuente es estatal, o sea es el Estado el único ente de crearlas, independientemente de las funciones que cumple en la vida social y económica como sujeto regulador. 

También es importante prestar atención la información sobre el carácter experimental que instituye la norma en su parte expositiva
. Cuando una disposición jurídica se le arguye ese carácter es obvio que no está exenta del estricto control estatal.

¿Existen razones para acentuar ese marcado carácter experimental del Decreto Ley 305? 
Si muchísimas… 

A. Desde el punto de vista subjetivo.

Esta nueva forma no estatal va a modificar patrones esenciales establecidos, dentro de la concepción subjetivista, no solo de los futuros socios o ex trabajadores de los establecimientos o unidades de servicios o productivas convocados a convertirse en socios, sino en la sociedad cubana en general que de hecho ya está impactando en la compresión y asimilación de sus participantes de forma celosa y arrecia. Como sujeto que se insertó en la economía, teniendo como único predecesor no estatal los llamados “cuentapropistas,” sus integrantes, sea por derivación estatal o por iniciativa propia, tienen que ir superando las dificultades que impone el “CAMBIO” por ejemplo:
· El estatus jurídico del hombre dentro de ese nuevo sujeto sufrió un cambio conceptual, ahora no son trabajadores sino socios.
· Independencia subordinante a un sujeto o ente superior.

·  La gestión es democrática:
· Dirección o gobierno colectivo
· Administración de sus propios recursos materiales y financieros, así como su custodia y protección.
· Diligencia en la auto gestión económica.
Estos “cambios” como referí anteriormente implica una trasformación radical en el pensamiento socio-cultural del hombre inserto en esta nueva forma de gestión y de la sociedad en general porque también hay que ir preparando y educando aquella parte de la sociedad, que no participa en esta nueva gestión pero puede relacionarse o no con ella, de un pensamiento razonado sobre la necesidad de ese cambio ya que puede haber contraste sociales que lo “frenen”. Esto es un elemento importantísimo a considerar que justifica, a mi modo de ver, ese carácter experimental: “el impacto social que puede acarrear esta nueva forma no estatal dentro de la economía cubana no tan generalizada para no ser absoluto”. 
Pero no solo es la educación del pensamiento al “cambio” lo que debemos preocuparnos tanto sino otras concepciones peligrosas que por desconocimiento o intencional se pueden manifestar en esta nuevas formas económicas no estatal. No se están exentas de “seducciones” foráneas y no tan foráneas a las Cooperativas por ser entes autónomos o independientes sin sujeción subordinante jerárquica-administrativa al Estado. Esta independencia estatal da la posibilidad, como he referido anteriormente, intencionalmente o no de encubrir hechos incompatibles con el cooperativismo; un ejemplo de esto lo he explicado anteriormente cuando expresaba el “libertinaje” de la contratación de fuerza laboral asalariada y de servicios para la realización de actividades propias de su objeto social; otras formas son la introducción de capital de forma legal a nombre de uno o varios socios cuyos dividendos o ganancias son destinados por porcentajes a su promotor en las llamadas “reservas voluntarias” que en la contabilidad se reflejen. Estos son algunos ejemplos de los riesgos que el Control Estatal  debe de impedir.
B. Desde el punto de vista objetivo. 
No voy a ser vocero de los propagandistas que censuran al Estado su capacidad para asumir servicios y producciones “no estratégicos”. 
El Estado en sí tiene que cumplir una función social cuyo objetivo es la generación de servicios públicos o estatales
 para garantizar la seguridad, la protección y el bienestar social de sus ciudadanos; pero no disertaremos aquí cual de aquellos servicios o producciones son considerados servicios públicos así como si son servicios públicos en sí o actividades de servicios que es otra cosa, sino lo que importa, en este acápite sobre el control estatal y sobre el carácter experimental del Decreto Ley 304 y sus legislación complementarias, es conocer, por parte del Estado, el comportamiento funcional de “hecho y de derecho” de las actividades autorizadas a su fomento cooperativo o en particular de aquellos “servicios”
 que en su momento fueron considerados responsabilidad estatal al ser desprivatizados con el triunfo de la Revolución cubana, más exactamente con la ofensiva revolucionaria en 1968.
Es obvia la preocupación que tiene el Estado sobre la nueva modalidad de gestión que se inserta en la vida económica y en sociedad cubana, y no como elemento paliativo sino, considero yo, militante, luego de una larga adjudicación de esas actividades económicas ejecutadas y normadas por el Estado cubano donde la responsabilidad consiente del control de sus recursos impúdicamente “recaía en tierra de nadie”.

Resumiendo desde el punto de vista técnico jurídico:

El carácter experimental de una norma jurídica
 nos permite evaluar, con su realización, si la dinámica estructural de su lógica
 interna de la norma es orgánica; cuando así sucede estamos en presencia de una norma jurídica eficiente o eficaz. 
Ese carácter experimental nos impone, a todos aquellos implicados en el proceso no solo de constitución sino de seguimiento de las Cooperativas no agropecuarias, la aplicabilidad consiente y responsable de las normativas jurídicas establecidas, a los efectos de perfeccionarla, de hacerla más dinámica, más apegada a las circunstancias fácticas, a la realidad cubana lejos de estereotipos foráneos, más autóctona,  para que sea una normativa eficaz.     
Entonces: 

Existen razones poderosas para justificar el CONTROL, no la “intromisión absurda”, ESTATAL en todo el proceso de gestación de esta nueva modalidad en la economía cubana, no solo por lo novedoso y por las dificultades subjetivas y objetivas que se pueden revelar y como he venido exponiendo anteriormente, sino como Estado, como ente de superior jerarquía y regulador de la sociedad y de todas las formas o manifestaciones individuales insertadas o no en el proceso económico y político de una nación a los efectos de fiscalizar, determinar e imponer sus intereses clasistas. 
 Formas de manifestarse el control estatal.
Existen disímiles formas y de características de manifestarse el control estatal de estos sujetos.
La inscripción en los registros administrativos habilitados por el Estado para la legalización de cualquier hecho o acto que como persona jurídica ésta realice es una forma de manifestarse el control estatal, ejemplo: en el Registro Mercantil se inscriben no solo, a los efectos de un reconocimiento legal constitutivo, el ente como persona jurídica sino también los actos posteriores modificativos o declarativos que se suceden por su propia naturaleza o se exigen por ley; esta forma de control no tiene un carácter de intromisión sino más bien constitutivo y declarativos.

Otra forma, esta si tiene un carácter de intromisión, son las auditorias por organismos facultados a esos menesteres a los efectos de supervisar el control de los tributos entre otros actos temáticos del órgano auditor
.
Está también el control estatal en los organismos u órganos
 rectores de las actividades de su objeto social con la dinámica de conocer no solo la calidad, disciplina y eficiencia de los servicios o producciones para determinar violaciones tecnológicas y a la protección al consumidor entre otras propia de la naturaleza de la actividad sino también para coadyuvar o apoyar las dificultades que se les presenten en el orden de administración empresarial y de la gestión en general; a esos efectos se emitió una disposición jurídica por el Consejo de la Administración del Poder Popular de La Habana, Acuerdo número 280 del 8 de diciembre del 2015, que obliga a las entidades estatales, rectoras de las actividades productivas y de servicio, a crear grupos de trabajos para realizar el control estatal desde su fase de formación y constitución y posterior funcionamiento como persona jurídica materializándose en acciones de control, fiscalización, de atención y apoyo a su gestión económica sin la intromisión en su autonomía. 

La Habana, 24 de Diciembre del 2015.
¿Derecho de  admisión?
Escribo este tema, aunque no es propio del cooperativismo por no estar regulado legalmente como subinstitución dentro de su legislación y en general en nuestro ordenamiento jurídico cubano, porque presiento que pronto lo vincularán a ellos a medidas que estas formas de gestión económica no estatal vayan adquiriendo protagonismo dentro de la economía cubana y temo, que los futuros socios, ganen una distorsionada cultura al respecto.   
En sentido lato y según las opiniones y orientaciones costumbristas al respecto, el “derecho de admisión” no es más que la facultad o la atribución privativa que tiene una persona natural para excluir a otra de su esfera social o relación social. En sentido “institucional”
 es el derecho que se arroga los representantes de una persona jurídica de excluir la entrada o estancia a sus establecimientos a determinada persona generalmente natural.

Pero ¿cómo se materializaría es poder de “exclusión”? Creo que mejor sería preguntar ¿cómo se realizaría
 ese poder de “exclusión” sin un basamento legal que lo prescriba o lo garantice?
Empecemos por decir que NO existe en el ordenamiento jurídico cubano legislación alguna sobre el tema. Ese mal llamado “derecho, que más que un derecho es una consigna o proyecto”, está amparada su “normativización o regulación” creadora en los “designios subjetivistas” de los representantes de esos establecimientos, y nuestro Derecho positivo, como entidad reguladora, es una institución cuya creación y realización es privativa solamente del Estado, por lo que no le es posible admitir, por su propia naturaleza y esencia, “atribuciones normativistas” autónomas fuera de su contexto o sus fueros legales estatales.

Pero hasta aquí porque no es un “derecho” en ningún sentido técnico de la palabra, tal vez sea una “facultad” dentro del contenido de un derecho subjetivo que es cosa bien distinta, pero no es razón aquí hacer disertaciones técnicas jurídicas de ese “mal llamado derecho”, porque para mí criterio tampoco existe esa facultad pues no existen derechos subjetivos sin una sustentabilidad objetiva de un objeto de derecho regulado en el ordenamiento jurídico que justifique el ejercicios de esos poderes o conjuntos de facultades dentro de su contenido; por lo tanto NO ADMITO LA EXISTENCIA de esa institución mal llamada “DERECHO DE ADMISIÓN” dentro de ningún contexto legal o administrativo en la sociedad cubana.
No obstante, empecemos a desentrañar la “figura” con otra óptica más seglar sin obviar el espíritu jurídico que puede tener el tema: ¿Qué elementos o requisitos se exigirán para discriminar la entrada a una persona o grupo de personas? ¿Cómo identificar a los discriminados? 
Estoy seguro que no existe respuesta sensata alguna en ese lector que se “tropieza con esos cartelitos” en las entradas de los hoteles y centros nocturnos por citar unos ejemplos, que por demás son estatales, ¿que quedará para aquellos establecimientos donde existe un régimen de propiedad más individual
?
Tal vez, alguien con sentido común o profesional de derecho, pudiera alegar que se dará en aquellas personas que por sentencia firme de un tribunal se les prohíba la presencia o estancia o residir en determinado lugar
. Pero ni así  la “figura” es convincente y complaciente para su comprensión e imposición en la sociedad cubana, su sola insinuación es antisocial pues priva los derechos civiles de los ciudadanos cubanos, y porque no de los foráneos también, así con todas sus letras.

Muchos piensan que existe una contraposición a ese “mal llamado derecho” en nuestro ordenamiento jurídico cuando se regular objetivamente en nuestra Carta Magna preceptos que establecen principios
 sobre la IGUALDAD social con un leal respaldo de punibilidad
 cuando estos principio sean infringidos, y no es así, la punibilidad de esos principios se debe a que son reconocidos como derechos humanos y muchos de ellos inherentes a la personalidad.  

No es ilusionismo ni premonición del que suscribe estos apuntes, es una realidad la evidente y demostrable “normatividad” que se popularizará, como una plaga, en cada ente sea cooperativa o cuentapropista, y antes de la disyuntiva legal que se deberá imponer creo yo, me responsabilizo, un poco que didácticamente, a evitar los estragos que la violación de estos principios se pudieran dar.
Primero es dar límite a esas “reglas de admisión y permanencia”, y segundo se tienen que expresar. La expresión debe ser un requisito indispensable pues no basta la presunción para imponerlos, los excluidos tiene el derecho de conocerlo y el excluyente el deber de exponerlos.
¿Qué elementos se deben tener para una expresión correcta de esas reglas? De acuerdo a la naturaleza del vínculo situacional del que se derive, pueden ser reglas sobre la indumentaria, prohibición sobre el consumo de productos fundamentalmente de sustancias ilegales en determinado lugar, sobre la prohibición de comercialización o penetración de productos que atente contra la oferta o servicio, prohibiciones sobre la tenencia o portación de armas en el lugar, entre otras, siempre y cuando no conspiren contra los derechos fundamentales del ser humano.
La Habana, 28 de Diciembre del 2015.
Liquidación de una cooperativa no agropecuaria por decisión estatal
Cualquier lego en Derecho sabe que la causal que jurídicamente avala las razones para la extinción de la referida cooperativa es la del inciso d) del artículo 30 del Decreto Ley 305. Pero no es menester aquí, en este acápite, objetar las razones o fundamentos propiciadores y concluyentes que compulsan a la Administración a determinar la extinción de la cooperativa, sino el poder establecer el íter o procedimiento legal más ajustado a Derecho de acuerdo a los hechos y a lo preceptuado en nuestra legislación vigente y a la práctica.

Es evidente y claro, en nuestra legislación
, que el mismo órgano que autorizó la constitución de una cooperativa es el mismo órgano que deberá extinguirla, y esa es la primera acción legal que debe exigirse la Administración, la emisión por el órgano facultado, el acto administrativo revocador.  

Cuando es por solicitud propia de los socios, el nuevo acto administrativo va a extinguir el acto autorizante anterior, promoviendo que el proceso de disolución y liquidación discurra sin inconvenientes de posibles intervenciones administrativas o judiciales, sino bajo el control de sus socios, al no ser que no exista acuerdo entre ellos en el instante que conformarán la comisión liquidadora
.

Pero si es de interés de la Administración, la continuidad del proceso, en todas sus fases (disolución y liquidación) va a estar bajo su jurisdicción y control desde el mismo instante que ésta determine promover la extinción de la cooperativa en cuestión, elemento éste que ni tan siquiera se infiere en la legislación sobre las cooperativas no agropecuarias.
Considero que en el contenido del acto administrativo revocador extinguiendo la cooperativa, la Administración tiene la facultad, de determinar, por mandato, la creación de una comisión que se responsabilice por todo el proceso liquidador, o sea determinar quiénes son sus integrantes que debe ser, al menos, el 90% representantes del Estado responsabilizados a dirigir todas las fases del proceso de liquidación hasta su fin pero tendrá también más que un derecho un deber de incluir en la comisión liquidadora a una representación social de la Cooperativa; sea cual sea el motivo de la extinción de la Cooperativa son los bienes y derechos de los socios los que deberán liquidar.

¿Debemos involucrar al órgano judicial en el proceso de extinción cuando sea decisión de la Administración extinguir la Cooperativa?

No debemos involucrar al órgano judicial para la creación de una comisión liquidadora, no tendría sentido; lo hechos son transparentes: es la Administración la que quiere extinguir la Cooperativa por las razones fundamentadas. Dejemos el artículo 76 para para aquellos casos en que los socios, unas vez que han decidido disolver la cooperativa por mutuo acuerdo, no exista pacto entre ellos para integrar la comisión liquidadora, no para cuando la Administración, como órgano estatal y órgano facultado, puede ejercer su poder revocador para extinguir la cooperativa por su propia decisión.
¿Qué pasaría con la actividad derivativa del sector estatal  que realizaba como objeto social la cooperativa que se extingue?

Nuestra legislación patria no admite la licitación de actividades económicas o comerciales, solo se admite la licitación de arrendamientos de bienes inmuebles o muebles
. Si la actividad que venía realizando la cooperativa era derivativa del sector estatal, el propio Estado podría revitalizarla, o bien licitando los bienes inmuebles y muebles a interesados de crear una cooperativa, o estatalizando nuevamente la actividad si es de interés.
¿Existe la posibilidad de impugnar el acto revocador del Estado emitido por sus órganos u organismos facultados a constituir cooperativas no agropecuarias?
El Decreto Ley 305 y su reglamento Decreto 309 nada define, pero no significa que no existan acciones procesales que garanticen el derecho de obtener un equilibrio en la justa de poder contra actos de la administración del Estado que imponga una decisión de forma abusiva o excesiva sobre el tema que analizábamos

La Habana, 12 de Marzo del 2014.
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· Constitución de la República de Cuba.
· Ley 7 Ley de procedimiento civil, administrativo, laboral y económico.

· Ley 59 “Código Civil”
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· Decreto Ley 305 sobre las Cooperativas no agropecuarias” 
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· Decreto Ley 315“reglamento sobre las infracciones personales de las regulaciones del trabajo  por cuenta propia”.
· Decreto 309 “Reglamento del Decreto Ley 305”

· Resolución 427/12 MFP “Sistema tributario de las Cooperativas no agropecuarias.

· Resolución 5 del 2005 del MTSS “sobre política de empleo” (derogada)
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� Fernández Peiso, Avelino; La Cooperativa, bases para su legislación en Cuba. Editorial Ciencias Sociales La Habana 2012.


� CPA cooperativa de producción agropecuaria. De todas las formas productivas estas la más social por ser la tierra propiedad de la persona jurídica ajena a todos sus miembros.


� Fernández Bulté, Julio; Teoría del Estado y el Derecho, Teoría del Derecho, editorial “Félix Varela” edición 2002, página  2 y 3.


� Decreto Ley 305 y Decreto 309. Gaceta Oficial No. 053 Extraordinaria de 11 de diciembre de 2012





� Artículo 2.1 DECRETO LEY-305: La cooperativa es una organización con fines económicos y sociales, que se constituye voluntariamente sobre la base del aporte de bienes y derechos y se sustenta en el trabajo de sus socios, cuyo objetivo general es la producción de bienes y la prestación de servicios mediante la gestión colectiva, para la satisfacción del interés social y el de los socios


� Contrato sociedad artículo 396.1 Código Civil: “Por el contrato de sociedad los socios se obligan a aportar dinero u otros bienes, o su participación laboral con el fin de alcanzar objetivos que estén en armonía con los intereses social”


� En nuestro DECRETO LEY-305 no se establece este particular sino que se determina con carácter limitado.


� Urías, Rodrigo; Derecho Mercantil, editora “Félix Varela” edición 2006.


� Artículo 4 DECRETO LEY-305 cito: …”Las cooperativas se sustentan en los principios siguientes”… inciso b) “Todos los socios trabajan y se prestan ayuda y colaboración entre sí, para alcanzar los objetivos de la cooperativa”… inciso c) “Todos  los  socios aportan su trabajo en la  cooperativa…”


� Ídem a la nota anterior.


� Infra  página 19 de este escrito.


� El contrato de donación por excelencia es lucrativo, pues el donatario incrementa su patrimonio sin erogar gastos.


� Delitos como apropiación indebida, malversación, hurto, etc., el delincuente ingresa a su patrimonio bienes sin erogar gastos.


� No confundir las concepciones especulativas para obtener una ganancia de aquellas concepciones que para la obtención de una ganancia se materializa o agrega, como componente integrante, fuerza de trabajo como mercancía.   


� También existen opiniones que la no lucratividad de un emprendimiento o de una organización no implica el no � HYPERLINK "https://es.wikipedia.org/wiki/Comerciante" \o "Comerciante" �comercio�, sino implica la no distribución de utilidades en ningún momento y forma.


� Página 3 “nota al pie” “La Cooperativa, bases para su legislación en Cuba”- Fernández Peiso, Avelino; edición 2012, editorial Ciencias Sociales 2012.


� El subrayado es mío.


� Página 244 “La Cooperativa, bases para su legislación en Cuba”- Fernández Peiso, Avelino; edición 2012, editorial Ciencias Sociales 2012.


�Fórmula para demostrar el incremento del valor del producto o del servicio, a partir de los valores agregados (capital fijo) y (capital variable). Dentro del variable está la fuerza de trabajo como una mercancía más.


� La comercialización de servicios o producciones, para una mayor holgura económica, no es pilar fundamental de su razón de ser u objeto por las que fueron creadas, es un medio paliativo tolerado por las autoridades estatales para que generen un incremento patrimonial solo a partir del aporte de los socios.  


� Ídem, nota al pie número 5.


� Supra página 14 sobre las reflexiones del principio informador de la obligación del socio de aportar trabajo.


� Artículo 39.1 del C. Civil: “… son entidades que, poseyendo patrimonio propio tienen capacidad…”. Artículo 2.2 DECRETO LEY-305 “… la cooperativa tiene personalidad jurídica y patrimonio propio…”.  Artículo 21.2 DECRETO LEY-305 “… Para la Constitución de una Cooperativa se requiere un capital de trabajo inicial que le permita sostener sus operaciones al nivel previsto…”


� DECRETO LEY-309 Artículo 21.1” Para la constitución de una cooperativa se requiere un capital de trabajo inicial, que le permita sostener sus operaciones al nivel previsto”


� El subrayado es una opinión muy personal del autor de estas reflexiones.


� Artículo 21.2 DECRETO LEY-305 : El capital de trabajo inicial se constituye a partir del aporte dinerario que realizan los socios y de los créditos bancarios que se otorguen con ese objetivo


�Urías, Rodrigo; Derecho Mercantil, editora “Félix Varela” edición 2006.


� Artículo 6 del Decreto Ley 304 sobre el régimen de patrimonio de las Cooperativas de primer grado.


� Se puede conservar las titularidades mediante contrato de arrendamiento, comodato. 


� Titularidades individuales: bienes y derechos que están en propiedad u otras formas de posesión en el patrimonio de los socios. 


� Supra página 7 de estas reflexiones.


� Sociales: aquí social hace referencia a la sociedad que constituyeron sus miembros. 


� Acto de prueba fehaciente que el socio ha renunciado a esa condición pre establecida en el acto jurídico autorizante.


� Supra página 9 de estas reflexiones.


� Fernández Bulté, Julio. Teoría del Estado y el Derecho, Tomo 2 Teoría del Derecho. Editorial "Félix Varela"-La Habana 2002.


� Supra páginas 9 de estas reflexiones.


� Supra página 26 y siguientes sobre la autointegración del Derecho.


� Riquezas. Hace referencia a la producción de bienes y servicios para satisfacer necesidades humanas


� Supra página 7 “sobre la naturaleza jurídica de la Cooperativa”


� Fuerza física e intelectual;  ejercicio de un oficio o profesión de acuerdo a un tiempo a una complejidad.


� Hace referencia solamente a la subordinación que debe existir entre los diferentes órganos: Asamblea, presidente, junta administración.


� Bienes: Conjuntos de cosas u objetos de determinado valor de interés en la esfera jurídica, o sea que son aquellas que pueden entrar  en relaciones de propiedad o de derechos reales y de susceptible apropiación y beneficios. Aquí en este trabajo nos referiremos estrictamente a bienes materiales, porque el dinero o efectivo también se considera un bien.


� Anticipo: Es un adelanto que se le paga al socio de la proporción que le corresponde de las utilidades aportado con su trabajo. Recalco trabajo porque no me refiero a la cuota aportada para el capital inicial de trabajo, sino a la labor socialmente útil desempeñada en la actividad que realiza la Cooperativa. 


� Supra página 25 de estos apuntes.


�Apartado Sexto Resolución 427/13 MFP: “…El impuesto… a la Contribución a la Seguridad Social de sus socios, se pagan trimestralmente, dentro de los primeros veinte (20) días naturales del mes siguiente al trimestre vencido, por los párrafos que se relacionan a continuación del vigente Clasificador de Recursos Financieros del Presupuesto del Estado…b) Párrafo 082013“Contribución Especial de los Trabajadores a la Seguridad Social”…





�Distinguir no significa determinar algo o tipificarlo. No es tratar de determinar o incluir, por voluntad propia, en una ley un hecho de la realidad objetiva si no está normado en ella. Distinguir es diferenciar, es hacer valer cualidades de una cosa sobre otra, es hallar rasgos o características distintas u opuestas entre ellas.


�Institución: Es un sistema constituido por elementos cuyas categorías se agrupan armónicamente sobre principios esenciales dando particularidad y existencia propia.


� Ley de leyes hace referencia a la Constitución cubana


� Ley de carácter general Ley 116 “código del trabajo”


� Ley de carácter especial Ley 105 “seguridad social”


� Hace referencia a su regulación en el Decreto Ley 305 y Decretos 306 y 309; sobre cooperativas agropecuarias.


� Ley 116 artículo 2 incisos h) e i).


�Regímenes de seguridad social: Existen dos: “general y el especial”. El general protege se establece para aquellos trabajadores que por la naturaleza de o por la índole de sus procesos productivos o de servicios no requieren adecuar los beneficios de la seguridad social a sus condiciones como los afiliados a los especiales.


�Ente: elemento que identifica la existencia material o imaginario de una cosa. Aquí se emplea para designar a un sujeto con personalidad jurídica en el dominio económico; dígase empresa…


� Aquí lucrativa hace referencia al Plus valor o plusvalía como expresión monetaria del � HYPERLINK "zim://A/A/html/V/a/l/o/Valor_econ%C3%B3mico.html" �valor� que el � HYPERLINK "zim://A/A/html/T/r/a/b/Trabajador.html" �trabajador� � HYPERLINK "zim://A/A/html/A/s/a/l/Asalariado.html" �asalariado� crea por encima del valor de su � HYPERLINK "zim://A/A/html/F/u/e/r/Fuerza_de_trabajo.html" �fuerza de trabajo� y que se apropia gratuitamente el � HYPERLINK "zim://A/A/html/C/a/p/i/Capitalista.html" �capitalista�. Esto es, la expresión monetaria del plus trabajo.


� Cuando refiero a otras actividades tareas no propias del objeto social, reseño aquellas que los socios pueden asumir y ejecutar para solventar sus necesidades propias no generativas de ganancias; por ejemplo: jardinería, remodelación de su inmueble, asesoría jurídica, económica, de contabilidad, etc.


� Supra página 44 de estos apuntes sobre el carácter excepcional que tendría que tener la utilización de la fuerza laboral asalariada para cumplir tareas propias de objeto social de la cooperativa.


� Social: Hace referencia aquí a unos de los valores societarios, base del cooperativismo, como es la participación del socio con su trabajo en las actividades autorizadas.


� Supra página 38 de estos apuntes.


�Capítulo IV de la Ley 95 “Ley de Cooperativas Agropecuarias”. Artículo 17 cito: ... “El Estado ejerce el control del cumplimiento de las obligaciones de las cooperativas a través de sus Órganos, Organismos de la Administración Central, sus estructuras provinciales y municipales y sus órganos de Control o Inspección, en razón de sus respectivas competencias…”


� Intervencionismo administrativo: intromisión estatal en la vida interna de los sujetos.


� Fernández Bulté, Julio; Teoría del Estado y el Derecho, Teoría del Estado, editorial “Félix Varela” edición 2002.


� Decreto Ley 305. “Por Cuanto:  En  el  proceso  de actualización del modelo económico cubano es necesario la creación, con carácter experimental, de cooperativas en sectores no agropecuarios, lo que requiere de una norma jurídica que instrumente su creación y funcionamiento”


� En el socialismo el servicio público se conceptualiza como servicios estatales. Se debe de incluir como un servicio estatal los servicios asistenciales (educación, salud, cultural, deportivo) por ser responsabilidad del Estado su generación, protección y garante, o sea por generalidad son aquellos servicios exclusivos del Estado. 


� Servicios derivativos del sector estatal [comercio, gastronomía, personales (lavandería, peluquerías, sastrerías)]


� Para mí más que el análisis o evaluación de la norma (Decreto Ley 304) es la evaluación del comportamiento de las actividades que se autorizaron al fomento cooperativo.


� Circunstancias hipotéticas o de hecho que se dan en la realidad objetiva que justifiquen  el nacimiento de una norma o precepto jurídico para su regulación.


� ARTÍCULO 2 del Decreto 309.- Las Cooperativas están sujetas a la supervisión y control del cumplimiento de las regulaciones tributarias, de precios, contables y otras que les resulten de aplicación.


� Artículo 13.2 del Decreto Ley 305: El órgano, organismo y entidad nacional que autorice la constitución de las cooperativas es responsable directo del control y evaluación de su funcionamiento.


� Fuera del contexto institucional y jurídico cubano.


� Realización de derecho: facultad del Estado de imponer coactivamente y coercitivamente el cumplimiento de la ley mediante los mecanismos  e instituciones estatales. 


� “Individual”: en sentido peyorativo de la palabra.


� Artículo 41 y 43  de la Ley 62 Código Penal cubano, sobre la prohibición de frecuentar o estar en determinado lugar o el destierro, que como sanción accesoria se impone por el tribunal.


� Artículos 41, 42 y 43 de la Constitución de la República de Cuba (principios de IGUALDAD)


� Artículo 62 de la Constitución de la República de Cuba en relación al Código Penal en especial el título IX “delitos contra los derechos individuales”.


� Ver artículo 15 del Decreto Ley 304 y artículo 75 del Decreto 309.


� El proceso de liquidación del patrimonio de la Cooperativa se realiza por la comisión liquidadora que se designe por la Asamblea General o, en su caso, por mandato judicial


� Artículo 1 de la Resolución 570 del 2012 del Ministerio de Economía y Planificación […] La presente resolución es solo de aplicación en los casos en que se liciten los bienes de un establecimiento estatal para su gestión por las cooperativas no agropecuarias. 


La licitación incluye el arrendamiento o cualquier otro derecho que conceda solo el uso y disfrute de inmuebles; o la venta, arrendamiento o similar de bienes muebles. […]


� Artículo 223 sobre el proceso ordinario de la Ley 7 “Ley de Procedimiento civil, administrativo, laboral y económico” en sus siglas LPCALE


� Estos apuntes, aunque versa sobre el mismo tema y se imbrican,  son independientes surgidos al calor de cada creación y constitución de las cooperativas, por lo es indispensable su  actualizada constante.





Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com0

